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HACIA UNA DEMOCRACIA MÁS EFICAZ.

Procesos y procedimientos electorales
El domingo 31 de octubre de 2004 se realizaron las elecciones municipales para la renovación de las autoridades en las 345 comunas del país. A diferencia de las anteriores, los comicios se llevaron a cabo el mismo día pero en cédulas separadas, estableciendo una forma directa para elegir a la primera autoridad comunal. Participaron diez partidos políticos y candidaturas independientes, logrando una de las más altas participaciones de candidatos desde 1980, alcanzando la cantidad de 7.438 de ellos. El 21 de diciembre de 2004 se efectuaron las elecciones para elegir a los Consejeros Regionales a través de los 54 Colegios Electorales.

Para implementar la Ley Nº 19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, la cual comenzó su aplicación en las elecciones municipales antes mencionada, se han desarrollado diversas iniciativas: Creación de los Registros de Entidades Recaudadoras e Institutos de Formación Política; adecuación de normas contables de los partidos políticos; diseño de recibos para la recaudación de aportes dirigidos a financiar la actividad política, los cuales previamente son timbrados por el Servicio Electoral; diseño y publicación de Certificados que permiten a las personas donantes a la actividad política beneficios tributarios en sus ejercicios contables; cartilla sobre la aplicación de la misma ley; adecuación de la estructura organizacional del Servicio Electoral atendidas las nuevas exigencias; propuesta pública para adquirir el soporte informático necesario tanto para las acciones como para las funciones fiscalizadoras; determinación de los límites de gasto para los candidatos a alcalde y concejal en cada comuna; diseño y aplicación del procedimiento establecido en la ley sobre aportes de carácter reservado.

Especial mención merece el proyecto de monitoreo desarrollado por la organización privada denominada “Participa”, que sobre ciertas comunas y tipo de elección, cotejaron algunos ítem de gastos.

El Instituto Interamericano de Derechos Humanos, a través del Centro de Asesoría y Promoción Electoral (CAPEL), desarrolló el Taller “Agenda para el Fortalecimiento de los Partidos Políticos en la Región Andina” (30 y 31 de marzo de 2004), el que contó con el apoyo de la Escuela de Ciencias Políticas de la Universidad Diego Portales y del Servicio Electoral de Chile. Participaron partidos políticos de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú, Venezuela y Chile, además de representantes del Parlamento Andino, organizaciones electorales de la región y el Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones de Chile. Tres temas centrales tuvo el taller: Institucionalización, Democratización y Transparencia. En diciembre de 2004, CAPEL desarrolló un taller dirigido a los partidos políticos chilenos con representación parlamentaria, conducente a conocer los resultados de una encuesta sobre el fortalecimiento de los mismos en la actividad ciudadana.

En cuanto a los mecanismos electorales de información y comunicación, el Servicio Electoral de Chile, a través de su sitio Web www.servel.cl pone a disposición de la ciudadanía distintos antecedentes del quehacer electoral con información actualizada.

Se encuentran en trámite legislativo modificaciones a normas que regulan el sistema de votación y mejoran los procedimientos, haciéndola más ágil a través de iniciativas como la eliminación de la tinta indeleble, acercar fechas de actuaciones de vocales, mayor participación de los delegados de locales, entre otras. El poder ejecutivo presentó un proyecto de ley, aún en trámite, que modifica el actual sistema de inscripción electoral, de manera que las personas con 18 años de edad se incorporen en forma automática al Padrón Electoral, permitiendo además liberar de multas a quienes no ejerzan el derecho a sufragio.

El Servicio Electoral ha mantenido una activa y permanente relación con otros organismos regionales, participando en la VII Conferencia de la Unión Interamericana de Organismos electorales y en la II Reunión Interamericana de Tecnología electoral, celebradas en la República de Panamá.

Lucha contra la corrupción 

Chile ratificó la Convención Interamericana Contra la Corrupción (CICC) en septiembre de 1998, y suscribió la Declaración sobre el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC) en junio de 2001.

El proceso de análisis del informe de nuestro país culminó a comienzos del año 2004, durante la V Reunión del Comité de Expertos del MESICIC, dejó constancia que Chile cuenta con las normas y mecanismos pertinentes para asegurar el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.

Chile ratificó la Convención para Combatir el Soborno (Cohecho) a los Funcionarios Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales, de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), en abril de 2001. La Ley Nº 19.829 modificó el Código Penal de Chile, estableciendo un tipo penal específico para sancionar el cohecho o soborno internacional a funcionarios públicos extranjeros. 

En octubre de 2003 tuvo lugar en la sede de la OCDE en París, la revisión del informe de Chile, donde recomendaron una serie de modificaciones legislativas y administrativas.

Chile participó en el proceso de negociación de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción durante el 2002 y 2003 en Viena, y la firmó en la Conferencia Política de Alto Nivel en Mérida (México, diciembre 2003) 

En el ámbito interno se destaca la Agenda de Modernización del Estado de Chile, en particular en lo referido a la transparencia de la función pública. En este contexto, se ha legislado sobre las siguientes materias:

· Probidad administrativa de los órganos de la administración del Estado. 

· Ley sobre transparencia fiscal. Otorga carácter permanente a la comisión que analiza la Ley de Presupuestos.

· Ley que fija un nuevo sistema de remuneraciones para autoridades de gobierno, determina funciones críticas en distintas reparticiones del Estado y da normas sobre gastos reservados.

· Ley de bases de los procedimientos administrativos de los órganos de la Administración.

· Ley de Nuevo Trato y Profesionalización del Servicio Público. Esta ley establece una política integral para el mejoramiento, desarrollo y modernización de la carrera funcionaria; ascenso por concursabilidad y mérito; incentivos al desempeño y para el retiro. Esta también crea un nuevo sistema de Alta Dirección Pública que define políticas de selección, remuneraciones y evaluación de los altos directivos; y crea Dirección Nacional del Servicio Civil para administrar las nuevas políticas.

· Ley sobre transparencia, límite y control del gasto electoral. Su objetivo es hacer más austeros los procesos electorales, e impone límites de gastos; introduce formas básicas de financiamiento público; regula mecanismos de transparencia para precaver futuras colusiones de intereses.

· La ley de Bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, que transparenta el sistema de compras y licitaciones del Estado. 

· Creación de la Unidad de Análisis Financiero.

· Modificaciones sobre normas de Defensa de la Libre Competencia y creación del Tribunal pertinente. 

· La Ley que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, actualizando la legislación antidrogas y estableciendo la aplicación de sanciones al microtráfico.

Además se encuentran los siguientes Proyectos de ley en trámite:

· Proyecto de reforma constitucional que propone la creación del Defensor del Ciudadano.

· Proyecto de Ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública. 

· Proyecto de Ley que modifica el Código de Conductas Parlamentarias.

· El Proyecto de Ley que regula el "Lobby" o gestión de intereses. 

Iniciativas que no requieren ley y que se han puesto en ejecución: Política y desarrollo del Gobierno electrónico; Mejoramiento de contenidos de informes financieros de proyectos de ley; Proceso de modernización de la Contraloría General de la República; Impulso del control de calidad en la gestión pública; Instructivo sobre Declaración de Patrimonio.

Fortalecimiento de los gobiernos locales 

Se encuentra en ejecución el Fondo Nacional de Desarrollo Regional a través del crédito Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el programa de Fortalecimiento de la Institucionalidad Regional, para el mejoramiento de la calidad y eficiencia de las inversiones regionales.

Está en trámite en la Cámara de Diputados, el Proyecto de Ley de Reforma de la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, cuyos ámbitos de intervención son: Reformulación del órgano Ejecutivo del Gobierno Regional (Intendente y Presidente del Consejo Regional, CORE); delimitación de las competencias de Intendentes y Gobernadores; Marco General para promover la participación al interior de las regiones; delegación de la potestad reglamentaria en los gobiernos regionales; creación de Servicios Públicos Regionales adscritos a los gobiernos regionales; administración de Areas Metropolitanas; establecimiento de Territorios Especiales y Estatuto de Administración; elección Popular de los Consejos Regionales; Consejos Regionales definan áreas prioritarias de inversión regional; normas habilitadas sobre ingresos propios de los gobiernos regionales y patrimonio regional; normativa en materia de fomento productivo; flexibilización del número de regiones (reforma constitucional en trámite).

Se encuentra en su tramitación final el proyecto de ley que modifica la Ley Nº 17.235, sobre Impuesto Territorial, que sustentado en los principios de equidad tributaria y de fondo solidario, incrementará recursos financieros de los municipios a través del perfeccionamiento de los impuestos y derechos de su beneficio, y fortalecerá la redistribución de los ingresos municipales a través del mecanismo del fondo común municipal.

Está en ejecución el Programa de Fortalecimiento Institucional Municipal (PROFIM) en su fase de extensión 2003-2004, que beneficia a 100 municipios más pobres y a 20 asociaciones de municipios. Este programa se enmarca en el contrato de préstamo entre el Gobierno de Chile y el Banco Mundial. Su objetivo principal es fortalecer a nivel nacional la capacidad para formular, implementar y supervisar la ejecución de políticas y programas de descentralización. Y en el ámbito local, fortalecer la capacidad de las Municipalidades en planificación, gestión financiera, recursos humanos y gestión de los servicios sociales.

Se firmó la Declaración de la Ciudad de La Paz sobre Descentralización y Fortalecimiento de las Administraciones Regionales y Municipales y de la Participación de la Sociedad Civil.

DERECHOS HUMANOS Y LIBERTADES FUNDAMENTALES

Cumplimiento de obligaciones internacionales y respeto de las normas internacionales. 

Uno de los postulados centrales de la política exterior de Chile en materia de derechos humanos es el apoyo otorgado a los órganos de supervisión convencionales y extra convencionales de Naciones Unidas. Chile es Estado Parte de los tratados internacionales de derechos humanos más importantes del sistema universal, siendo el último la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y sus Familiares, aprobada por el Congreso Nacional para su próxima ratificación.

Como Estado Parte, Chile colabora con sus órganos de supervisión o Comités, mediante la presentación periódica de informes que dan cuenta de la real garantía y protección de los derechos que dichos textos consagran.

Varios de los cambios producidos en el ámbito del fortalecimiento de los derechos civiles y políticos, han tenido en cuenta las recomendaciones emanadas de los órganos aludidos. Así ha sucedido con el conjunto de transformaciones en la normativa procesal penal, destinados a asegurar la libertad y seguridad personales y la vigencia del debido proceso. Esto culmina con la reforma total del sistema procesal penal, que hoy en día rige en 12 de las 13 regiones del país y que estará plenamente vigente en todo Chile el año 2005. Se ha desarrollado un proceso de transformación y modernización al interior de las policías, orientado por el respeto a la ética y los derechos humanos. Ello se refleja en la sistemática inclusión de estas materias en los programas de estudio de los establecimientos de formación profesional, de los funcionarios encargados de la aplicación de la ley a cargo de personas detenidas. 

Hitos importante en la protección de los derechos civiles, ha sido la eliminación de la pena de muerte, la tipificación del delito de tortura en la legislación penal y otros avances que se impulsan en materia de igualdad de hombres y mujeres, protección de la familia y del niño, igualdad ante la ley y no discriminación por razones étnicas ni religiosas. En el ámbito de los derechos económicos, sociales y culturales, Chile ha dado cuenta, en su último informe al Comité respectivo, de avances importantes en materia de salud, educación y cultura.

De los principales Tratados y Convenciones Internacionales de Derechos Humanos del Sistema de Naciones Unidas, Chile es parte de:

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

· Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

· Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (suscrita en 2001).

· Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

· Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

· Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.

· Convención sobre los Derechos del Niño.

· Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía.

· Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño Relativo a la Participación de Niños en Conflictos Armados.

· Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial.

· Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y sus Familiares (en trámite de ratificación).

Respecto de la aplicación general y seguimiento de la Declaración y Programa de Acción de Durban, Chile ostenta la presidencia del Grupo de Trabajo Intergubernamental para el seguimiento de tales acuerdos de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas. También Chile ha participado activamente en el proceso de “reforma de los órganos de los tratados” haciendo presente su posición en las reuniones que anualmente se realizan en Ginebra entre los Presidentes de los Comités y los representantes de los Estados Parte.

En lo que se refiere a la colaboración de Chile con los órganos de supervisión extra convencionales de Naciones Unidas, cabe señalar las invitaciones hechas por Chile al Sr. Relator Especial sobre la Tortura y al Sr. Relator Especial para los Derechos y Libertades Fundamentales de los Indígenas, quienes visitaron el país en los años 1995 y 2003 respectivamente.

Tratados de derechos humanos en el ámbito regional adoptados por Chile:

· Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica).

· Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

· Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

· Convención Interamericana contra el Terrorismo.

· Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte.

· Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador).

· Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.

Fortalecimiento de los sistemas de derechos humanos

Chile apoya decididamente continuar el proceso de fortalecimiento y perfeccionamiento del sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos y, en este sentido, continuar la implementación de acciones concretas, entre otras, el cumplimiento de los mandatos contenidos en el Plan de Acción de la Tercera Cumbre de las Américas.

Constituyen puntos centrales del fortalecimiento del Sistema Interamericano, la difusión y promoción del sistema, la facilitación del acceso de las personas a la jurisdicción interamericana (demanda directa) y el funcionamiento permanente de sus órganos: la Corte y la Comisión. 

En lo que dice relación con el cumplimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana, recaídas en las denuncias individuales promovidas ante la instancia y el acatamiento de los fallos de la Corte, cabe señalar la constante voluntad del Estado de Chile de dar cabal cumplimiento a éstas.

Se han desplegado esfuerzos, en coordinación con los servicios públicos involucrados, para instar por el término de las controversias mediante el procedimiento de solución amistosa que contempla tanto la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el Reglamento de la Comisión, como ha ocurrido en los Casos 11.715 Juan Contreras y otros; 11.725 Carmelo Soria; 12.046 Mónica Carabantes; 12.232 María Soledad Cisternas; 4617 Mercedes Huenteao y otras (Ralco).

El único caso promovido contra el Estado de Chile ante la Corte Interamericana (11.803 La Última Tentación de Cristo”) que terminó por sentencia de 5 de febrero de 2001 que acogió la demanda, fue cumplido íntegramente, mediante la reforma constitucional que consagró el derecho a la libre creación artística, la promulgación de la Ley N° 19.846 de 4 de enero de 2003 sobre Calificación de la producción Cinematográfica. 

Derechos humanos de la mujer y Derechos Humanos de la niñez y adolescencia. 

El Plan de Igualdad de Oportunidades de las Mujeres 2000-2010, orienta y prioriza la gestión gubernamental en torno a los siguientes ejes: la transversalización del enfoque de género en las políticas públicas; la autonomía económica y superación de la pobreza de las mujeres; la promoción de los derechos y la participación de las mujeres; el bienestar en la vida cotidiana y la calidad de vida de las mujeres. Asimismo, la creación del Consejo de Ministros por la Igualdad de Oportunidades ha permitido abordar los asuntos de género desde una perspectiva más amplia, como asuntos de Estado, involucrando a los diversos Ministerios y Servicios Públicos.

En los últimos tres años se han impulsado nuevas iniciativas legales orientadas al goce de los mencionados derechos por parte de las mujeres y hombres del país. Desde el año 2001 a la fecha, es posible mencionar:

· La Ley N°19.741 que Modifica la Ley sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, que asegura el cumplimiento efectivo de las pensiones alimenticias oportunas y equitativas. 

· La Ley N° 19.711 que regula el Derecho a Visita a los Hijos/as sometidos a la Tuición de uno de los padres.

· Reforma Constitucional que aprueba los 12 años de enseñanza obligatoria y establece el deber del Estado de asegurar la gratuidad de este nivel de instrucción a todos los/as chilenos/as menores de 21 años. 

· La reciente promulgación de la Nueva Ley de Matrimonio Civil, publicada en el diario oficial el 17 de Mayo de 2004. La nueva normativa regula los requisitos para contraer matrimonio, la forma de su celebración, la separación de los cónyuges, la declaración de nulidad matrimonial y la disolución del vínculo, así como los medios para paliar las rupturas y sus efectos. Para los casos de nulidad y divorcio se establece una compensación económica para el cónyuge más débil, es decir, aquel que por haberse dedicado al cuidado de los hijos o las labores propias del hogar común, no desarrolló actividad remunerada o lo hizo en menor medida. 

· Ley que crea los Tribunales de Familia (falta vista del Tribunal Constitucional para ser promulgada). Esta ley permitirá: pasar de los actuales 51 Jueces de Menores a 258 Jueces de Familia, agrupados en 60 tribunales especializados, lo que implica un aumento de un 500% en el número de magistrados; los conflictos de familia serán resueltos de manera más rápida y transparente, buscando el acuerdo de las partes y tomando en cuenta la opinión de los niños y niñas; se caracteriza por la oralidad, inmediación, la participación de un consejo técnico y la introducción de la mediación para solucionar pacíficamente los conflictos.

· Se ha avanzado en la tramitación en el parlamento del Proyecto de Ley de Acoso Sexual. En mayo de 2004, el Senado aprobó la idea de legislar para sancionar el acoso sexual en el trabajo. La creciente incorporación de las mujeres al mundo laboral ha puesto en evidencia esta problemática que afecta a alrededor del 20% de las mujeres trabajadoras que han sido víctimas de acoso sexual.

En cuanto al compromiso de incorporar los derechos humanos de la mujer en la agenda de trabajo de las instituciones hemisféricas y de presentar mujeres como candidatas para integrar estos órganos, es de destacar que el gobierno de Chile patrocinó la candidatura de una destacada mujer jurista chilena, quien fue elegida jueza de la Corte Interamericana de Justicia de la Organización de Estados Americanos (OEA).

En el ámbito de la Violencia Intrafamiliar, las principales acciones estatales en este ámbito en los últimos diez años son: el Programa Nacional de Prevención de Violencia Intrafamiliar, diversas campañas en los medios de comunicación y la promulgación de la Ley de Violencia Intrafamiliar (VIF). 

En el año 2001, el Poder Ejecutivo patrocinó un Proyecto de Ley de Modificación de la Ley de Violencia Intrafamiliar, con el fin de mejorar su aplicación. La nueva ley sobre tribunales de familia tiene un importante impacto en la aplicación de la ley VIF, ya que traslada la competencia jurisdiccional actual de los juzgados civiles hacia los nuevos juzgados de familia y contiene normas modificadoras a los aspectos de procedimiento de la Ley de VIF. La ley de tribunales de familia contempla tres cambios fundamentales en tal sentido: elimina la conciliación, amplía las atribuciones policiales y mejora las medidas de tribunales.

Durante los años 2002 y 2003, se ha desarrollado el trabajo de las Mesas de Prevención de Violencia Intrafamiliar, integradas por el Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), Agencias de Naciones Unidas y representantes de la sociedad civil. Esta instancia busca promover acciones, tanto en el ámbito de la educación como de la salud, en pos de una convivencia democrática que tenga como ejes la práctica de la igualdad, el respeto por la diversidad y la utilización del diálogo como metodología de resolución de los conflictos.

Libertad de opinión y de expresión 

A este respecto destacamos la derogación del artículo 6° letra b) de la Ley 12.927 de Seguridad del Estado, para eliminar la figura de desacato contenida en esta norma y actualmente, mediante el proyecto de ley en trámite destinado a derogar los artículos pertinentes de los Códigos Penal y de Justicia Militar, se persigue terminar con las leyes de desacato en la legislación interna. En virtud de lo establecido en el artículo 46 de la Ley N° 19.733 sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, promulgada el 4 de junio de 2001,quedando fuera “la difamación, injuria o calumnia contra altos personeros del Estado.

La reforma del artículo 12 N° 9 de la Constitución chilena que terminó con la censura previa que pesaba sobre la producción cinematográfica (publicada el 25 de agosto de 2001), consagró el derecho a la libre creación artística, disponiendo que la ley establecerá un sistema de calificación para la exhibición de la producción cinematográfica.

El Proyecto de Ley, en actual trámite en el Congreso Nacional, que tiene por objeto derogar el delito de desacato, contemplado en los Códigos Penal y de Justicia Militar, que sancionan las injurias cometidas contra ciertos funcionarios públicos, lo que pone término a las leyes de desacato existentes en la legislación interna. A la fecha, se repuso la Suma Urgencia, encontrándose en el segundo trámite constitucional en el Senado.

El apoyo y la colaboración permanente a la labor que desempeña el Relator Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Sr. Eduardo Bertoni.

JUSTICIA, ESTADO DE DERECHO Y SEGURIDAD DE LAS PERSONAS

La Reforma Procesal Penal es la más importante transformación en los últimos cien años:

· Se separan las funciones de investigar y juzgar. En el nuevo sistema procesal penal es el Ministerio Público, a través de sus fiscales, el órgano encargado de realizar la persecución penal pública, mientras que los jueces cumplen sólo funciones jurisdiccionales.

· Habrá rápidas sanciones para los delincuentes, dentro de un proceso respetuoso de las garantías del debido proceso, y efectivas garantías para las víctimas (atención especializada por el Ministerio Público).

· Los juicios penales serán más rápidos y transparentes. En la Reforma, los juicios se resolverán en 6 meses (hoy en 1 a 3 años). Las causas, tanto en la etapa de investigación como en el juicio oral, son enteramente orales y públicas, en donde la ciudadanía puede concurrir para observar todo el desarrollo del juicio.

· La sociedad estará representada por los Fiscales del Ministerio Público, quienes deben resguardar y proteger a las víctimas, además de guiar la acción de las policías. 

· El nuevo sistema estará en funciones en todo Chile el 2005. 

· La inversión de la Reforma Procesal Penal implica cerca de $340 mil millones en nueva infraestructura, tecnología, recursos humanos y capacitación. En informática y nueva tecnología se invertirán mas de $16 mil millones. Al 2005 se duplicarán los recursos que el país destina a la Justicia.

· Se aumentará en un 400% el personal dedicado a perseguir los delitos; y se pasará de los actuales mil 500 a 7 mil 500 profesionales y funcionarios con dedicación exclusiva al Sistema de Justicia Penal del Estado.

· Con la Reforma, Chile tendrá: 809 jueces (413 de Garantía y 396 de Tribunales Orales en lo Penal); 642 Fiscales del Ministerio Público; 432 Defensores Públicos. Antes de la Reforma, Chile contaba con 79 Jueces del Crimen especializados y 165 de competencia común.

Entre los logros del Nuevo Sistema se pueden mencionar:

· El tiempo de tramitación de los juicios ha bajado, en promedio, de 13 meses a 6 meses.

· El 61 % de las denuncias ingresadas al nuevo sistema están terminadas. 

· El 99% de los procesos han sido públicos y la prensa ha tenido acceso a ellos.

· Las nuevas construcciones cambiarán el rostro de la Justicia y se transformarán en polos de desarrollo.

· Habrá un fuerte mejoramiento urbano para muchas pequeñas y grandes ciudades de Chile, donde se concentrarán los nuevos tribunales de Garantía, Orales en Lo Penal, Fiscalías y Defensorías Penales. Los Centros de Justicia estarán emplazados en: Santiago, Puente Alto, Colina, Melipilla, Talagante, Curacaví y San Bernardo-Buin.

El Centro de Justicia de Santiago contempla la edificación de unos 115 mil metros de superficie construida (dos veces el Congreso Nacional de Chile ubicado en Valparaíso), cuya inversión bordea los 80 millones de dólares. En un complejo de nueve edificios se concentrarán los edificios del Poder Judicial, del Ministerio Público y de la Defensoría Penal Pública, que albergará a cerca de 3 mil empleados. 

En Centro de Justicia de Santiago tendrá 152 salas de Juzgados de Garantía y 50 salas de Tribunales Orales en lo Penal, más de 30 mil metros cuadrados de áreas verdes y espacios públicos, contará con mil 200 estacionamientos en subterráneos y superficie. El Centro atenderá a más de 7 mil usuarios al día, de 23 comunas del Gran Santiago, tendrá acceso diferenciado y circulaciones protegidas para jueces, fiscales, defensores y público. Además, se contempla una “Zona de Seguridad y Transición”, para la recepción y traslado de detenidos e imputados.

La Nueva Justicia entrará en vigencia en la Región Metropolitana el 16 de junio de 2005. Con ello habrá culminado el proceso gradual de instalación de la Reforma Procesal Penal en todo el país, iniciativa que comenzó el 16 de diciembre de 2000 con la entrada en vigencia del nuevo Sistema en las regiones IV y IX. La Región Metropolitana concentra el 40% de la población total del país, así como también el 48% de las causas criminales que se registran en todo el territorio.

El Programa de Capacitación Interinstitucional (PCI) 2005 tiene por objeto complementar la capacitación que cada institución proporciona a sus actores operativos, buscando transmitir a éstos el contexto sistémico de su desempeño. Se estructura a partir de simulaciones de audiencia, a fin de perfilar un modelo práctico de funcionamiento del nuevo sistema. El programa contempla capacitar a la siguiente dotación de funcionarios de las instituciones: 77 Jueces de Garantía, 8 Jueces Orales, 276 Fiscales Adjuntos, 53 Defensores Locales y 111 Defensores Licitados. A la fecha, el desarrollo de esta iniciativa avanza de acuerdo a los cronogramas establecidos.

La Reforma Procesal Penal en Chile es la expresión de la renovación de votos por respetar los Derechos Fundamentales del hombre (Principio de Legalidad, de la Garantía del Debido Proceso y al aseguramiento del Principio de Inocencia como principal límite del poder punitivo del Estado, también la protección del individuo frente a las posibles pequeñas violaciones cotidianas a sus derechos por falta de inmediación, publicidad, pruebas producida y desarrollada en juicio y defensa adecuada en procesos penales). 

Combate al problema de las drogas 

Chile, a través del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes (CONACE) del Ministerio del Interior, colabora y participa de manera activa en el grupo de expertos del Mecanismo de Evaluación Multilateral, MEM. De hecho, presidió tal grupo durante todo el período de la Segunda Ronda de Evaluación y el consiguiente de Seguimiento de Recomendaciones. La voluntad de Chile es continuar profundizando su cooperación en la Tercera Ronda de Evaluación, en actual ejecución, mediante la entrega oportuna y ordenada de información en los ámbitos de competencia e interés del Mecanismo, así como propiciando iniciativas destinadas a su fortalecimiento, difusión y consolidación.

Chile ha dado pleno cumplimiento a la mayoría de las recomendaciones emanadas de la Segunda Ronda de Evaluación, conforme a la situación específica en que se manifiesta el fenómeno de las drogas en el país y según las prioridades establecidas en la Estrategia Nacional sobre Drogas 2003-2008, actualmente vigente. Chile depositó en la OEA los instrumentos ratificatorios de la Convención Interamericana contra el Tráfico de Armas, Municiones, Explosivos y Materiales Relacionados (23 de octubre de 2003), y de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal y su Protocolo Facultativo (28 de abril de 2004). Asimismo, Chile depositó en Naciones Unidas el instrumento ratificatorio de la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional y los correspondientes al Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños, que complementan la Convención anterior (noviembre 2004).

La nueva ley de drogas, aprobada por el Congreso Nacional en noviembre de 2004, establece un conjunto de mecanismos de control en materia de precursores y sustancias químicas esenciales, con el objeto de prevenir que éstas sean desviadas para la elaboración de drogas ilícitas. A tal efecto, se contempla la creación de un Registro Nacional de importadores, exportadores y productores de estas sustancias, que funcionará bajo la dependencia del Ministerio del Interior y se establece un marco regulatorio básico para la industria.

En el ámbito interno, el país ha elaborado y aprobado, la Estrategia Nacional sobre Drogas 2003 – 2008. Esta da prioridad al ámbito de la reducción de la demanda. Destacan los programas nacionales de prevención del consumo de drogas en el sistema escolar, que cubren desde el nivel de enseñanza preescolar hasta enseñanza media; el programa de prevención para familias, el programa de prevención comunitaria y el programa de prevención en el ámbito laboral.

· Recursos financieros para los programas de desarrollo alternativo y reducción de la demanda.

 En octubre de 2003, Chile, a través del CONACE, organizó el Primer Seminario Internacional de Prevención de Drogas en el Ámbito Educacional y Políticas Públicas, bajo el patrocinio de la CICAD/OEA, que además apoyó la participación de expertos y profesionales de las oficinas nacionales de drogas de los países del Cono Sur. Desde el año 2003 y durante el 2004, Chile ha presidido el subgrupo de prevención educativa del grupo de expertos de reducción de la demanda de CICAD/OEA, colaborando activamente en la elaboración del documento “Lineamientos Hemisféricos de la CICAD en Prevención Escolar”, el cual fue aprobado por la Comisión en diciembre de 2004, recomendándose a los países su incorporación en las políticas y programas de prevención en materia de drogas en el ámbito educacional. 

Chile ha puesto a disposición de la CICAD/OEA, y por esa vía a quiénes lo soliciten, toda su experiencia y capacidad en la creación y ejecución de programas de prevención del consumo de drogas en sectores tales como la familia, la escolaridad, el laboral, la marginalidad y el comunitario. 

· Unidades con funciones de inteligencia financiera y capacitación de la CICAD y el BID.

La Ley 19.913 del 18 de diciembre de 2003, crea la Unidad de Análisis Financiero (UAF) y amplía la tipificación de los delitos subyacentes del lavado de activos hacia otros delitos graves, además del tráfico ilícito de drogas. El Ejecutivo envió al Congreso en diciembre de 2004, un proyecto de ley que modifica la ley 19.913, con el objeto de reponer las facultades de la UAF que el Tribunal Constitucional objetó en su momento, dotándola de las atribuciones necesarias para acceder a la información que estime conducente en el marco del análisis de una operación sospechosa y para sancionar administrativamente a los sujetos obligados por la ley antes mencionada.

El país ha participado activamente en el Grupo de Expertos de Lavado de Activos de la CICAD/OEA y en el Grupo Ad-Hoc sobre Delincuencia Organizada Transnacional, y en las capacitaciones del Grupo de Acción Financiera de los Países de América del Sur (GAFISUD), orientadas a la formación de evaluadores en materia de lavado de dinero, elaboración de tipologías y en la implementación de Unidades de Inteligencia Financiera.

Junto a otros países, Chile participa en el proyecto regional BID – CICAD/OEA de apoyo a la creación e implementación de las Unidades de Análisis/Inteligencia Financiera. También ha sido parte del proyecto financiado por el BID y ejecutado por CICAD/OEA para capacitar diferentes actores involucrados en el tema del lavado de activos. El año 2000 se realizó un curso para reguladores del sistema financiero y en el 2002, otro para jueces y fiscales. En junio de 2004, se efectuó en Santiago un nuevo curso para jueces y fiscales de distintas regiones del país, como réplica del anterior y actualización de contenidos.

· Mecanismo básico y homogéneo de estimación de costos sociales, humanos y económicos del problema de las drogas. 

A través de CONACE, Chile participa activamente en el programa de CICAD/OEA sobre costos de las drogas, en el que se ha conformado un grupo de expertos que trabaja en el diseño de un modelo metodológico para estimar los costos sociales, humanos y económicos del problema de las drogas en las Américas. Este se inició en el año 2003, con Barbados, Costa Rica, México y Uruguay como países piloto. Chile, al igual que Colombia y El Salvador, se incorporaron en el segundo semestre de 2004 al proyecto, iniciando su propio estudio de costos asociados al consumo y tráfico de drogas ilícitas, utilizando como base la metodología de CICAD/OEA y el financiamiento de ésta misma entidad. Entre los principales logros del programa, está la elaboración de un manual de metodología general para la estimación de costos de las drogas, con la inclusión de 17 indicadores y sus respectivos protocolos de investigación. Se creó además una página Web que permite a los equipos responsables almacenar la información recogida y realizar cálculos automáticos para la estimación de costos por país. Este es un medio que permitirá homologar la información y comparar los resultados obtenidos entre los siete países. Durante el año 2005 se completará la fase piloto del proyecto sobre costos y preparará el análisis y los resultados para presentarlos en la Cuarta Cumbre de las Américas.

· Cooperación multilateral y bilateral y campañas educativas para promover la conciencia pública sobre el riesgo del consumo de drogas.

En el ámbito hemisférico, Chile participa en la Red Especializada de Autoridades de Aplicación en Materia de Drogas, Prevención de su Uso Indebido y Rehabilitación de Dependientes de Drogas del MERCOSUR; y en el grupo jurídico de esta instancia, que ha elaborado y actualizado un Cuestionario de Armonización Legislativa. Este incluye las disposiciones legales y medidas administrativas relativas al problema de las drogas y delitos afines en los países miembros y asociados de MERCOSUR. Chile también ha participado en las actividades de HONLEA (Organismos Nacionales encargados de Combatir el Tráfico Ilícito de Drogas en América Latina y el Caribe) y en las comisiones técnicas de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas.

En el ámbito bilateral, se realizó la Sexta Comisión Mixta en Materia de Drogas Chile - Bolivia (Santiago, julio 2003), estableciéndose como prioridades la colaboración en materias de prevención, tratamiento y rehabilitación, y el intercambio de información oportuna sobre el comercio de sustancias químicas controladas y sobre el tráfico de drogas por los pasos fronterizos no habilitados. Con Argentina tuvo lugar la Segunda Reunión de la Comisión Mixta Chile - Argentina sobre Prevención del Uso Indebido de Drogas, Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (Buenos Aires, septiembre 2003); la Tercera y Cuarta Reuniones de la Comisión Especial para la Libre Circulación de Personas (Buenos Aires, marzo 2003 y Santiago, septiembre 2004), que incluyeron, entre otros, un grupo para el control de estupefacientes, sustancias sicotrópicas y precursores químicos, contando con la participación de diferentes organismos del Estado de Chile y Argentina; y la Primera Reunión Preparatoria del Ejercicio Teórico de Simulación Combinado (Mendoza, agosto 2004) relativo al control del tráfico ilícito de drogas.

La cooperación bilateral entre Chile y México en materia de drogas y lavado de dinero, fue planteada en el marco de la Quinta Reunión de la Comisión Binacional Permanente entre ambos países (Santiago, junio 2004). Con Paraguay se realizó la Tercera Comisión Mixta de Cooperación sobre Prevención del Uso Indebido y Represión del Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (Santiago, septiembre 2004) que acordó, entre otros puntos, fortalecer la cooperación entre las respectivas Unidades de Análisis Financiero y en materias de asistencia judicial. Asimismo, las delegaciones de ambos países, se comprometieron a reforzar el intercambio de información y capacitación en materia de tráfico de drogas y de prevención, estudios y programas de tratamiento y rehabilitación.

En el marco de los acuerdos alcanzados en la Quinta Reunión de la Comisión Mixta Chile-Perú de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas del año 2002, se realizó un Seminario Taller Binacional (Tacna, diciembre 2004) en el tema de la reducción de la demanda de drogas, en el cual los equipos profesionales de ambos países, debatieron e intercambiaron información, conocimientos y experiencias sobre distintos aspectos relacionados con la prevención, tratamiento, rehabilitación e inserción social de las personas afectadas por el consumo de drogas. Además, establecieron acuerdos sobre actividades futuras de cooperación en esas materias.

La participación de Chile, desde junio de 2003, junto a Argentina, Paraguay y Uruguay, en el proyecto “Prevención del Uso Indebido de Estupefacientes en el lugar de trabajo y en la familia del Cono Sur”, patrocinado por la Oficina de Brasil de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD), es otro ejemplo de cooperación multilateral en el fortalecimiento del intercambio de información y políticas en materia de drogas. Este proyecto entregará sus resultados finales y evaluación en abril de 2005.

En noviembre de 2004, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) de Perú, convocó a los cinco países del Proyecto “Continuidad del Sistema Sub-Regional de Información, Capacitación e Investigación sobre el Uso Indebido de Drogas”, para evaluar y programar las actividades del año 2005 y que incluyen, entre otras, la realización de estudios nacionales en población escolar, utilizando metodologías e instrumentos estandarizados y análisis comparativos de los estudios de población general de cada país. 

En el ámbito de la sensibilización pública, el año 2003 se realizó la Campaña de Verano “Yo Decido Jugármela Sin Drogas” en diferentes lugares recreacionales del país. CONACE organizó un ciclo de cine que incluyó debates en torno a una variedad de cortos y largometrajes nacionales y extranjeros relacionados al tema de las drogas. Durante su primer año de funcionamiento (desde junio de 2003), el primer portal de gobierno sobre drogas (www.conacedrogas.cl) registró 259.357 visitas. Se realizaron seminarios de capacitación a profesionales de las comunicaciones de diferentes regiones del país. En los meses de enero y febrero de 2004 se desarrolló la Campaña de Verano “Saber más es Arriesgarse menos” y en el marco del Programa de CONACE “Prevenir en Familia” se lanzó la Campaña “Habla Siempre con tus Hijos... Palabra que Ayuda”, en los meses de junio y julio de 2004. Esta campaña contó con spots de televisión a nivel nacional y regional, además de actividades con las familias en diálogos comunitarios.

Finalizado el estudio sobre el fenómeno del desplazamiento de diferentes factores relacionados al problema de las drogas en la zona norte del país (2002), se están difundiendo los resultados a las instituciones y organismos nacionales y regionales competentes en la materia.

Durante los años 2003 y 2004, el país ha participado activamente en el estudio a nivel hemisférico sobre el narcotráfico marítimo bajo el patrocinio de la CICAD/OEA y coordinado por el Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, con la participación del Servicio Nacional de Aduanas y la Dirección Nacional de Territorio Marítimo y Marina Mercante. Asimismo, Chile forma parte del Grupo de Expertos sobre Narcotráfico Marítimo y Seguridad Portuaria de CICAD/OEA, siendo aprobada su creación en el 34º periodo ordinario de sesiones de este organismo. 

 Delincuencia organizada transnacional 

Con fecha 18 de diciembre de 2003, se dictó en Chile la ley 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos. La UAF es un servicio público descentralizado, radicado en el Ministerio de Hacienda, con suficiente independencia y autonomía para realizar su función. Su misión fundamental es recoger información que le envían determinados sujetos obligados por ley, sobre operaciones sospechosas de lavado de dinero, analizarla y remitir los antecedentes al Ministerio Público, en caso que efectivamente existan indicios de la comisión del ilícito. Es el Ministerio Público el que define si inicia la investigación penal y ejerce la acción criminal.

Entre los sujetos obligados a reportar dicha información a la UAF, se encuentran los bancos e instituciones financieras, las casas de cambio, las compañías de seguro, los remisores de fondos, las bolsas de comercio, los corredores de bolsa, los casinos, las salas de juego, los hipódromos, entre otros. Estos deberán guardar en registros especiales las operaciones en dinero efectivo superiores a 450 unidades de fomento (equivalente a US$ 12.000) y ponerla a disposición de la UAF cuando ésta se lo solicite. Asimismo, se establece la obligación para toda persona, de informar el ingreso de dinero en efectivo al país, de monto que excedan esa cantidad.

Durante el año 2004 se implementó la UAF, designándose a sus autoridades y funcionarios. Al término del primer semestre, la Unidad estaba operativa y recibiendo los primeros reportes de operaciones sospechosas.

El Ejecutivo envió al Congreso en diciembre de 2004, un proyecto de ley que modifica la ley 19.913, con el objeto de reponer las facultades de la Unidad de Análisis Financiero que el Tribunal Constitucional objetó en su momento. Dicha iniciativa pretende fortalecer esta nueva institucionalidad, dotando a la Unidad de las atribuciones necesarias para acceder a la información que estime conducente, en el marco del análisis de una operación sospechosa, para sancionar administrativamente a los sujetos obligados por la ley.

En el corto plazo de funcionamiento de la UAF, se han establecido relaciones de colaboración con las principales unidades de entidades chilenas relacionadas con el tema de lavado de dinero o delitos precedentes (CONACE, Ministerio Público, Consejo de Defensa del Estado, Policías y actores del sistema financiero).

La ley 19.913 hace aplicable al delito de lavado de activos, todas las herramientas procesales y las técnicas de investigación judicial que contempla la ley sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas (la entrega vigilada, el agente encubierto, la interceptación de comunicaciones privadas, la figura del arrepentimiento eficaz, entre otras). También establece normas para hacer más eficaz la cooperación judicial.

Con fecha 13 de noviembre de 2003, se promulgó en Chile la ley 19.906 que modifica la ley sobre conductas terroristas, para incorporar como delito penal específico el financiamiento del terrorismo, en conformidad con el Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo de Naciones Unidas de 1999.

Chile forma parte del Grupo de Expertos en Lavado de Dinero de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD/OEA) y desde marzo del año 2004, ejerce la vicepresidencia del grupo ad hoc sobre delincuencia organizada transnacional. Asimismo, participa activamente en el Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) de la CICAD/OEA, donde ejerció la presidencia del Grupo de Expertos Gubernamentales de esta instancia (hasta mayo de 2004). Ha contribuido a formular los indicadores del MEM relativos al lavado de activos (indicadores 63 a 83) y a la delincuencia organizada transnacional (indicadores 85 y 86), dando respuesta a los mismos en la Tercera Ronda de Evaluación del Mecanismo, durante el año 2004.

Chile forma parte del GAFISUD, y ejerció la presidencia de este Grupo el Sr. Ministro del Interior durante el año 2002. En el marco de los trabajos propios de esta instancia de cooperación, el país ha sido objeto de una evaluación mutua, verificada en el año 2003, sobre el grado de cumplimiento de las 40 recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), más las 8 recomendaciones especiales sobre financiación del terrorismo. La evaluación fue validada por el Fondo Monetario Internacional.

En noviembre de 2004, Chile, a través de CONACE, coordinó y organizó en Santiago, el Cuarto Seminario para la Formación de Expertos del GAFISUD en Evaluaciones Mutuas, en el cual participaron representantes de cada uno de los países miembros, del Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional, Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI) y del Ministerio de Economía de España.

Chile participa del proyecto financiado por el BID y ejecutado por la CICAD/OEA para capacitar diferentes actores involucrados en el tema del lavado de activos. En el año 2000 se realizó un curso para reguladores del sistema financiero y en el 2002, otro para jueces y fiscales. En junio de 2004, se realizó en Santiago un nuevo curso para jueces y fiscales de diferentes regiones del país, para actualizar los contenidos del anterior. 

Chile depositó en la OEA los instrumentos ratificatorios de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y otros materiales relacionados (octubre de 2003), de la Convención Interamericana de Asistencia Mutua en Materia Penal y su Protocolo Facultativo (abril 2004), y de la Convención Interamericana contra el Terrorismo del año 2002 (septiembre 2004). Chile también ha ratificado las Convenciones y Protocolos de Naciones Unidas contra el Terrorismo. 

Seguridad Hemisférica 

Chile participó activamente en las reuniones preparatorias de la Conferencia Especial sobre Seguridad que culminaron con la aprobación por consenso de la Declaración sobre Seguridad en las América, adoptada en México en octubre del 2003. La Declaración da cumplimiento a los mandatos de la Segunda Cumbre de las Américas (Santiago 1998), que encargó a la OEA, a través de su Comisión de Seguridad Hemisférica, "hacer un análisis sobre el significado, alcance y proyección de los conceptos de seguridad internacional en el hemisferio, con el propósito de desarrollar los enfoques comunes más apropiados que permitan abordar sus diversos aspectos, e identificar las formas de revitalizar y fortalecer las instituciones del Sistema Interamericano, relacionadas con los distintos aspectos de la seguridad hemisférica...".

Chile participa activamente en el seno de la Comisión de Seguridad Hemisférica de la OEA, encargada de la aplicación, evaluación y seguimiento de los compromisos políticos contenidos en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, y que actúa como ente coordinador de la cooperación entre los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización, relacionados con los diversos aspectos de la seguridad y defensa en el Hemisferio.

Fortalecimiento de la confianza mutua 

Se debe destacar el compromiso político de Chile con este tema, lo cual se ha manifestado al ser sede en 1995 de la Conferencia Regional sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad. 

También es importante resaltar, entre otros, la existencia de instancias de coordinación política bilateral a nivel de Cancilleres y de Ministros de Defensa (Reuniones 2 + 2 con Argentina y Perú); los ejercicios combinados con Fuerzas Armas de diferentes países; el desarrollo de una metodología estandarizada de medición de gastos de defensa acordada con Argentina y Perú, con apoyo de la CEPAL; la segunda edición del Libro Blanco de Defensa; los informes periódicos de Chile al Registro de Armas Convencionales de Naciones Unidas y el Informe Estandarizado sobre Gastos Militares de Naciones Unidas; y los informes periódicos de Chile al Inventario de la OEA sobre medidas de fomento de la confianza y la seguridad.

Cooperación Internacional

Chile ha adoptado un enfoque global frente a temas como la defensa de los derechos humanos o la promoción de la democracia. Así, participamos en operaciones de paz en Chipre, Timor Oriental, Bosnia-Herzegovina y Haití, entre otras. Se abandona la oposición a involucrarnos en operaciones de imposición de la paz (peace-enforcement), que se rigen por el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidos y hemos aceptado participar en ellas. En estos últimos años nos hemos incorporado activamente a los regímenes globales y regionales para la proscripción de las armas de destrucción en masa y somos activos impulsores de nuevas iniciativas en este ámbito.

El multilateralismo tiene una especial oportunidad para articular una respuesta eficaz con miras a prevenir y erradicar esta nueva forma de conflicto, que afecta la paz y seguridad internacionales y que amenaza el desarrollo de las naciones. Chile participará en todos los foros que le corresponda con un mensaje de rechazo total al terrorismo, sin relativizaciones de ninguna especie que puedan debilitar el tratamiento de un tema respecto de valores que son fundamentales para la convivencia pacífica de la comunidad internacional.

Lucha contra el Terrorismo 

El “Patterns of Global Terrorism 2003” es un estudio elaborado a petición del Congreso de los Estados Unidos, que tiene por objetivo mantener informado al público de este país sobre lo que se está haciendo en el combate al terrorismo a nivel global. El informe hace apreciaciones bastante positivas: “El Gobierno de Chile es un seguidor activo y consistente de los esfuerzos contraterroristas de los Estados Unidos, demostrando un gran interés en las actividades que extremistas islámicos realizan en el área trifronteriza de Argentina, Brasil y Paraguay, y los posibles vínculos que estos tendrían con la Zona Franca de Iquique”. Se destaca el continuo apoyo que Chile ha dado a Washington en estas materias en los diferentes foros internacionales y el rol que ha jugado la Secretaría General de la Presidencia de la República (SEPREREP) en la difusión de este tema en la región. Se resalta también la adecuada cooperación que han brindado las diferentes instituciones encargadas de la seguridad en Chile y los recientes cambios introducidos en la legislación concernientes al lavado de dinero. 

En relación a las Convenciones antiterroristas, en noviembre de 2001 fueron ratificados dos Acuerdos internacionales relativos al terrorismo en el marco de las Naciones Unidas: El "Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas" y el "Convenio Internacional para Reprimir la Financiación del Terrorismo".

Chile, como miembro no permanente del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, participó y presidió durante el periodo 2003 y 2004, el Comité 1267: Comité de Sanciones contra los talibanes y la red Al-Qaida. Este Comité supervisa la aplicación de las sanciones impuestas por el Consejo de Seguridad con respecto a Osama bin Laden, los miembros de la organización Al-Qaida y los talibanes, y las personas físicas y entidades con ellos asociados, para lo cual lleva una lista de personas reales y ficticias y entidades con ese fin. 

Chile ha participado en el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), en sus cuatro períodos ordinarios de sesiones. Durante el segundo período (año 2002), Chile hizo aportes para la creación de una pequeña Secretaría; en el cuarto período (enero de 2004), nuevamente se valoró positivamente por las autoridades del CICTE el aporte voluntario de Chile de US$ 10.000. 

Chile presentó su Informe a la Secretaría que contempla las medidas adoptadas para aplicar las recomendaciones del Tercer Período Ordinario de Sesiones del CICTE; las medidas para implementar la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de ONU; y las respuestas al cuestionario del CICTE. 

La Convención Interamericana para la Prevención y Eliminación del Terrorismo entró en vigor el 2003 al recibir su sexto instrumento de ratificación. Chile depositará próximamente el instrumento de ratificación. 

A nivel MERCOSUR, el 2001 se constituyó un esquema regional para la coordinación de acciones antiterroristas. La instancia acordó invitar a Chile y Bolivia, lo que se materializó en la Declaración Ministerial sobre la Creación de un Grupo de Trabajo Permanente y del Grupo Especializado de Trabajo en Terrorismo. Estos Grupos buscan crear un sistema integrado de intercambio de información y de experiencias, y realizar un estudio comparado de legislaciones sobre terrorismo. Chile se incorporó al Comando Operativo de la Triple Frontera y convenido el intercambio de información sobre rechazo de visas, expulsiones y personas buscadas en los países partes. Chile  está representado por el Jefe de la División de Coordinación de la Dirección de Seguridad Pública e Informaciones del Ministerio del Interior.

SOCIEDAD CIVIL

· Fortalecimiento de la participación en los procesos hemisféricos y nacionales 

El trabajo desarrollado se enmarca dentro del Proyecto de Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC’s) en la Cumbre de las Américas que es coordinado por la Corporación PARTICIPA y que realizan la Red Interamericana para la Democracia (RID) y la Coordinadora Regional de Investigaciones Económicas y Sociales (CRIES). Este Proyecto comenzó hace 6 años y actualmente involucra a OSC’s de 20 países de las Américas.

El proyecto busca dar a conocer a la ciudadanía y a las OSC’s lo que son los procesos de Cumbres de las Américas, los compromisos que los gobiernos asumen en ellas y como éstas se vinculan con el desarrollo de los países y la vida de sus ciudadanos. Además, busca influir en los compromisos que los gobiernos adquieren.

Recientemente, febrero de 2005, la Corporación Participa anunció que ya se encuentran disponibles los informes con los estados de avance de la implementación de los compromisos que asumieron 21 gobiernos americanos en la Cumbre de Québec de 2001. Dichos informes dan cuenta de los resultados tanto a nivel nacional (por país), regional (en un análisis comparativo por las zonas: MERCOSUR, Andina, Centro América, el Caribe y Norteamérica) y hemisférico, respecto de los cinco temas antes mencionados. El detalle de los informes se pueden acceder a través de la página web: http://www.sociedadcivil.org/informesnacionales.html

COMERCIO, INVERSIÓN Y ESTABILIDAD FINANCIERA 

Comercio e inversión 

Las negociaciones del Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA) están, en la práctica, suspendidas desde hace ya más de un año. El rediseño de un ALCA “flexible”, acordado en la Reunión Ministerial en Miami (noviembre 2003), no logró destrabar las negociaciones. 

La paralización de las negociaciones ha preocupado a Chile, que ha estado profundamente involucrado en el proceso desde hace una década, por las oportunidades de crecimiento y mejoramiento en los flujos de comercio que no se concretarían al fracasar la Zona de Libre Comercio. 

En agosto de 2004, Chile dio un impulso al relanzamiento de las negociaciones del ALCA, ya que los acuerdos en avanzar en las negociaciones de la OMC permiten también una reanudación de la misma. Chile solicitó formalmente a la Co-presidencia que proponga “una estrategia y una fecha para reanudar nuestras conversaciones formalmente y avanzar hacia el objetivo de crear un Área de Libre Comercio de las Américas, respetando los mandatos y objetivos fijados en las Cumbres de Santiago y Québec, con la modalidad y la flexibilidad acordadas en la Reunión Ministerial de Miami en noviembre de 2003.” Esta solicitud fue apoyada posteriormente por las delegaciones de Colombia, Ecuador y Perú, y, más recientemente, por la delegación de México (carta del 15.09.04) y CARICOM (carta del 20.09.04). Estas propuestas se han circulado a todos los países del ALCA y no han recibido aún respuesta alguna de la Co-presidencia. 

Chile está dispuesto a continuar trabajando para lograr consensos y acercar posiciones, que permitan alcanzar un ALCA que incluya todos los temas y en el que participen todos los países.

Responsabilidad social de las empresas 

Chile, a nivel gubernamental, ha incorporado la Responsabilidad Social de las Empresas en las negociaciones de Acuerdos con Canadá y Estados Unidos. En el marco del Acuerdo de Cooperación Ambiental Chile-Canadá (ACACHSC), se estableció en el año 2000, una Mesa Redonda sobre Comercio y Medio Ambiente. En este foro de discusión, no vinculante y de participación que se reúne dos veces por año alternadamente en Chile y Canadá, se analiza y profundiza el conocimiento de temas relacionados con la dimensión comercio y medio ambiente. En las sesiones VI y VII (años 2003 y 2004) se analizó el tema de la Responsabilidad Social de las Empresas en el sector minero y forestal.

En el Tratado de Libre Comercio firmado entre Chile y Estados Unidos, se incluyó un artículo que comprende la responsabilidad social de las empresas (Art. 10: Principios de Gestión Empresarial) y un anexo dedicado a la cooperación (Anexo 19.3.1.d) Cooperación). Esta es la primera vez que se incluye una disposición de este tipo en un TLC, y en el anexo se incluye el proyecto “Compartir la experiencia del Sector Privado”. Sobre esa base, en enero de 2004, se llevó a cabo en Santiago, un Seminario con participación de la sociedad civil, en donde se analizaron tres casos de buenas prácticas empresariales.

En tanto el sector privado y las organizaciones no gubernamentales, han desarrollado una intensa actividad sobre el tema Responsabilidad Social de las Empresas, destacando el trabajo llamado “Vincular” realizado por la Universidad Católica de Valparaíso, y “Acción RSE”.

MANEJO DE DESASTRES 

En el ámbito de la Protección Civil, el Ministerio del Interior, a través de la Oficina Nacional de Emergencia, realizó en los últimos 12 meses las siguientes iniciativas y estrategias:

1. Culminación de la IX etapa del Plan Nacional de Capacitación en Protección Civil, totalizando una cobertura de 23.680 personas. El plan se desarrolló con 4 programas: Formación Profesional en Protección Civil; Aplicación Plan Integral de Seguridad Escolar; Extensión, Perfeccionamiento y Participación Comunitaria.

2. Apertura del Rol de Acreditación Oficial de Monitores del Plan Integral de Seguridad Escolar.

3. Incorporación al Programa de Formación Profesional de Protección Civil del módulo “Intervención Psicosocial en Situaciones de Emergencias y Desastres” y diseño del Programa de Formación de Equipos Multidisciplinarios de Intervención Psicosocial en Crisis.

4. Validación por parte de ONEMI del software Sigen, desarrollado por la Academia de Guerra del Ejército, para el entrenamiento de procesos de toma de decisiones operativas en casos de emergencias y desastres.

5. Entrega por parte de ONEMI a las Embajadas y Cuerpo Diplomático, a través de la Cancillería, de la Guía S.I.E. de Seguridad Integral para Comunidades Extranjeras Visitantes y Residentes en Chile. 

6. Consolidación del Sistema de Alerta Temprana para la variable de riesgo hidrometeorológico, mediante la validación de las Alertas emitidas durante la temporada otoño-invierno 2004.

7. Potenciamiento de la Red Nacional de Telecomunicaciones de Emergencia mediante la adquisición, con apoyo financiero de la Embajada de los Estados Unidos de América, de tres nuevas estaciones repetidoras y de equipamiento comunicacional para el Centro Móvil de Operaciones de Emergencia de ONEMI.

265 municipios tienen a lo menos una persona capacitada en el Programa de Formación Profesional, los que representan una cobertura a nivel nacional del 77,5%, siendo las regiones I, VII y Metropolitana, las que presentan mayores porcentajes de cobertura (90%, 96,70% y 92,30% respectivamente). A nivel municipal, 567 personas cursaron el nivel básico, de los cuales 163 realizaron el nivel medio y 79 completaron los tres niveles. 

· El Plan Integral de Seguridad Escolar

La acción capacitadora está basada en la manualización de aplicación de un Plan Marco para la elaboración de Planes Específicos de Seguridad en cada Unidad Educativa, de acuerdo a sus realidades específicas de riesgos y recursos. Propende al trabajo permanente de todos los estamentos –directivos, profesores, funcionarios, alumnos, padres y apoderados– con el apoyo oficial de las unidades de Carabineros, Salud y Bomberos más cercanas a cada establecimiento. Se proporcionan los aspectos teóricos y las herramientas especificas para la aplicación práctica de las metodologías. Desde el año 2002 hasta el año 2004, se han capacitado un total de 1.828 personas en 42 actividades. Además, se han realizado capacitaciones específicas a organismos como Cruz Roja, Guías y Scouts de Chile y Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) y personal de 690 colegios, entre municipalizados y particulares.

BASE AMBIENTAL PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE 

Medio ambiente y gestión de recursos naturales

Chile participó activamente en la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible. La reunión Subregional del Cono Sur de América se desarrolló en Santiago, lo que permitió presentar la Iniciativa Latinoamericana y Caribeña para el Desarrollo Sostenible, la que hoy forma parte del Plan de Acción de Johannesburgo.

Previo a la II Cumbre de las Américas, los Ministros de Medio Ambiente y de Salud de las Américas se reunieron y propusieron a los Jefes de Estado y de Gobierno que abordaran los temas de salud y medio ambiente en sus deliberaciones. Chile, en el Marco del Acuerdo para la Cooperación Ambiental suscrito con el Gobierno de Canadá en forma de Tratado de Libre Comercio, ha incorporado esta temática instalando un Foro sobre Salud y Medio Ambiente el cual ya ha tenido una reunión y se espera realizar otra en el plan de trabajo 2004-2005 del referido Acuerdo. Por otra parte, esta materia está siendo tratada en el Subgrupo de Trabajo Nº6 de MERCOSUR, encontrándose en la etapa de formulación de comentarios y actualización de información.

Chile ratificó la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático en diciembre de 1994, y en julio de 2002 ratificó el Protocolo de Kioto. Dando cumplimiento a sus obligaciones, el 2001 presentó la Primera Comunicación Nacional, donde se señala que Chile aporta menos del 0,2% del total de las emisiones del planeta (21.812,7 Gg de CO2e). En mayo de 2003, Chile nombró la al Consejo Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (CONAMA) como Autoridad Nacional Designada. También creó un procedimiento expedito para el otorgamiento de cartas para los proyectos MDL, basado en instituciones y criterios preexistentes asociados al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

Desde septiembre de 2004, se han realizado las siguientes actividades asociadas a la implementación de la Convención:

· La Autoridad Nacional Designada ha otorgado un total de 8 cartas. Se encuentran en tramitación otras 2 cartas, una de ellas asociada al Plan de Modernización del Transporte Urbano de Santiago.

· Se concluyeron 4 estudios: 1. Inventario actualizado de emisiones de gases de efecto invernadero para el sector energía al año 2001; 2. Estudio sobre la transferencia tecnológica para el cambio climático; 3. Estudio exploratorio de la factibilidad de tener en Chile una plataforma tecnológica para Latinoamérica de desarrollo de la generación eólica; 4. Estudio sobre creación de capacidades para participar en redes de observación sistemática del clima.

· Se inició la elaboración del inventario de gases de efecto invernadero para el caso de Chile, en los sectores agrícola, uso y cambio de uso de la tierra, forestal y de residuos; y la elaboración de la Segunda Comunicación Nacional, con información base al año 2002.

Chile participó en la X Conferencia de las Partes de la Convención, con una delegación público-privada compuesta por representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Comisión Nacional del Medio Ambiente, la Dirección Meteorológica de Chile, el Ministerio de Agricultura y diversos proponentes de proyectos. Chile presidió el Panel de Discusión "La Convención tras 10 años: logros y desafíos futuros", que marcó el hito más importante de la jornada dado que se celebraban 10 años de la entrada en vigencia de la Convención. 

GESTIÓN AGRÍCOLA Y DESARROLLO RURAL 

En septiembre de 2003 se creó una Comisión Interministerial coordinada por el Ministerio de Agricultura e integrada por los Ministerios de Economía, Hacienda, Relaciones Exteriores y Secretaría General de la Presidencia, con el fin de efectuar una revisión detallada del marco normativo, de las políticas e instrumentos de apoyo al desarrollo del sector agropecuario y forestal.

Las políticas públicas que se proponen están focalizadas hacia la pequeña y mediana agricultura, apuntan a superar los factores que limitan su desarrollo y capacidad de adaptación. Estos productores controlan  significativos recursos naturales y posee potencialidades productivas en rubros tales como la ganadería, horticultura, cereales y frutales menores, con interesantes perspectivas de mercado externo e interno.

Particular relevancia se le asigna al perfeccionamiento de los instrumentos de transferencia tecnológica, al financiamiento orientado hacia iniciativas económicamente sustentables, a la asociatividad y mejoramiento de la gestión, así como al fortalecimiento de su inserción en los mercados.

Con relación a la promoción de medidas para mejorar el acceso a los mercados, el Ministerio de Agricultura de Chile participó en la reunión de la Organización Mundial del Comercio (OMC) en la que se acordó reducir los subsidios agrícolas. En dicha reunión se acordaron los términos de referencia para permitir abrir el proceso de negociación de los distintos temas considerados en la Ronda de Doha, entre los cuales destaca la agricultura. Se acordó la completa eliminación de todas las formas de subsidios a las exportaciones, la eliminación de los apoyos internos y el acceso a los mercados. 

· Plan de acción

1. Promoción de diálogo: El Ministerio de Agricultura promueve la participación de todos los actores involucrados en la actividad agropecuaria. En la elaboración de la Política de Estado para la agricultura chilena 2000 – 2010, la Mesa Agrícola, la Mesa de Desarrollo de la Agricultura Familiar Campesina, la Agenda Agroalimentaria 2004 – 2006 y las Comisiones Nacionales por Rubro entre otros, participan organismos de gobierno, parlamentarios, productores, asociaciones empresariales, académicos y colegios profesionales, entre otros.

2. Fortalecimiento de empresas rurales: se realiza principalmente a través de la acción del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), cuya misión es promover condiciones, generar capacidades y apoyar con acciones de fomento, el desarrollo productivo sustentable de la agricultura familiar campesina y sus organizaciones. En este mismo ámbito, el Ministerio de Agricultura definió como prioritaria la capacitación por lo que el año 2003 fue definido como el "Año de la Capacitación en el Agro", y para los años 2004 y 2005 se continúa con el desafío con una nueva campaña llamada “Más Capacitación, Mejor Agricultura”. Entre las actividades realizadas en este ámbito destacan las siguientes: Certificación de competencias laborales; profesionalización de la labor de agricultor, definiendo los elementos, los conceptos y las materias mínimas que éste debe conocer para realizar su trabajo de manera más profesional; Asesoría de los Centros de Gestión diseñados por INDAP que transforma al agricultor en empresario; Capacitación en Nuevas Tecnologías.

3. Desarrollo de mercados: El Ministerio de Agricultura ha participado activamente de las negociaciones de los acuerdos comerciales suscritos por Chile. La suscripción de dichos acuerdos ha abierto grandes oportunidades para los productos agrícolas, pecuarios y forestales, lo que se ha visto reflejado en un fuerte incremento de las exportaciones silvoagropecuarias en los últimos años. El sector ha adecuado su estructura y funcionamiento a través de un proceso de modernización y optimización para responder en forma eficiente a los nuevos requerimientos de los mercados que son destino de las exportaciones. Todo ello junto con la mantención de una óptima condición fito y zoosanitaria de Chile, que es la base del proceso exportador silvoagropecuario. 

El Ministro de Agricultura de Chile participó en la Segunda Reunión Ministerial sobre Agricultura y Vida Rural en el contexto del proceso Cumbre de las Américas y en la Duodécima Reunión Ordinaria de la Junta Interamericana de Agricultura realizada en la Ciudad de Panamá en noviembre de 2003, donde se reiteraron los objetivos de mediano plazo de los Estados miembros: el desarrollo agrícola sostenible, la seguridad alimentaria y la prosperidad en las comunidades rurales en las Américas.

En la Segunda Reunión Ministerial se adoptó el “Plan de Acción 2003-2015 para la Agricultura y la Vida Rural de las Américas”. Los Jefes de Estado y de Gobierno apoyaron la aplicación de esta iniciativa en la Cumbre Extraordinaria de las Américas (Monterrey, 2004)

En el tercer componente del Plan AGRO 2015, la Agenda Hemisférica 2003-2005, los Ministros de Agricultura decidieron comprometerse a impulsar, conjuntamente con los actores del agro y otros vinculados al desarrollo de las agricultura y la vida rural, las acciones estratégicas definidas en la Agenda con el propósito de avanzar hacia la Prosperidad Rural, la Seguridad Alimentaria y el Desarrollo Sostenible de la Agricultura y el Medio Rural.

Gran parte de las 40 acciones estratégicas contenidas en la primera Agenda Hemisférica bienal 2003-205 están siendo ejecutadas por los países mediante sus respectivas estrategias nacionales. Entre las acciones realizadas por Chile se cuentan:

1. En la dimensión Productivo-Comercial: 

· Chile ha sido un impulsor del libre comercio, a través de los acuerdos firmados con Estados Unidos, Unión Europea y Corea. 

· Chile adhirió a los principales contenidos en la negociación agrícola del texto de la Declaración Final de la reunión de la OMC de agosto 2004: Compromiso de eliminar todas las formas de subsidios a la exportación; Reducción sustancial de todas las formas de apoyo que distorsionan la producción y el comercio; y mejorar los accesos a los mercados.

· La política de negociaciones bilaterales y multilaterales en el ámbito sanitario, pecuario y agrícola, se desarrolla mediante la presencia de negociadores y expertos del Servicio Agrícola y Ganadero. Estos participan activamente en diversos foros de la Organización Mundial de Comercio y en los siguientes Acuerdos: Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias (MSF); Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC); Propiedad Intelectual(ADPIC); y Comercio y Medio Ambiente. Además, tiene alta prioridad la participación en la CIPF y en el Codex Alimentarius.

· La Política de Estado para la agricultura contempla tres metas principales: generar condiciones para el desarrollo de una agricultura rentable y competitiva, abierta a los mercados e inserta a la economía internacional; integrar a la pequeña y mediana agricultura a los beneficios del desarrollo sectorial; y, contribuir a que el sector utilice todas sus potencialidades y sus recursos productivos con sustentabilidad ambiental, económica y social.

· La pequeña producción agropecuaria tiene un importante potencial de desarrollo económico productivo. La estrategia gubernamental tiene como objetivo crear las condiciones, las capacidades y oportunidades para que ésta se desarrolle y modernice, a través del fomento empresarial, ampliando su capacidad de emprendimiento e innovación y gestión, insertarla en los mercados internacionales y el estímulo a la asociatividad.

· El Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología tiene una institucionalidad amplia conformada por múltiples centros científicos y tecnológicos, la mayoría vinculados a universidades nacionales y regionales, así como por fondos de financiamiento destinados a la investigación básica y aplicada, en gran parte radicados en la Corporación de Fomento de la Producción, (CORFO), en la Comisión Nacional para la Investigación Científica y Tecnológica(CONICYT), y en los ministerios sectoriales.

· Chile, a través del Servicio Agrícola y Ganadero, mantiene altos niveles de exigencias sanitarias silvoagropecuarias, en armonización con los acuerdos de la Convención Internacional de Protección Fitosanitarias y estándares de FAO, de la Oficina Internacional de Epizootias y del Acuerdo para la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.

2. Dimensión Ecológica – Ambiental:

· La valorización de los productos agropecuarios vía incremento de calidad es una opción estratégica para el mejoramiento de la competitividad del agro nacional. La preferencia por productos agrícolas provenientes de recursos naturales “limpios” crece constantemente y su comercio tiende a un desarrollo sostenido.

· La protección del patrimonio sanitario, el resguardo de la calidad de las aguas de riego, las medidas de control de la erosión y las acciones de protección de nuestras denominaciones de origen son elementos relevantes para mantener la capacidad de producción de alimentos inocuos y de calidad.

· La Mesa Agrícola, instancia de concertación de los principales actores del sector agrícola nacional, destaca la contribución del mismo al desarrollo nacional, que se manifiesta en su importancia en el comercio exterior y en la absorción de fuerza de trabajo, así como en el uso y conservación de los recursos naturales.

· La Dirección Meteorológica de Chile proporciona información agrometeorológica en forma diaria, a fin de que los usuarios tomen los resguardos pertinentes de acuerdo con los antecedentes entregados al público.

3. Dimensión Socio Cultural y Humana:

· La misión del Ministerio de Agricultura es apoyar el desarrollo del sector, de modo que éste tenga un desempeño rentable y competitivo, acorde con dinámicas de desarrollo sustentables en el largo plazo desde un punto de vista económico, social y ambiental. El desarrollo agrícola es condición necesaria y previa para un desarrollo rural armonioso. En los últimos años se han hecho avances en la dotación de servicios de infraestructura al mundo rural (electrificación, infraestructura de regadío, vialidad, telefonía, agua potable, vivienda, etc.).

· La ampliación y mejoramiento de las capacidades tecnológicas, de innovación y de gestión constituyen uno de los pilares básicos del aumento de competitividad del sector. Se promueve un sistema de formación y capacitación permanente en asociación con los Ministerios del Trabajo y Educación; la ampliación del acceso y uso del internet a las distintas actividades sectoriales.

4. Dimensión Político- Institucional:

· El Ministerio de Agricultura y sus servicios dependientes han adquirido experiencias y capacidades en las diversas áreas del sector silvoagropecuarias: sanidad animal y vegetal, tecnologías de la producción, comercio, innovación, transferencias de tecnologías, etc. Con estos antecedentes, es política usual apoyar la transferencia de conocimientos y experiencias a otros países de la Región a través de procesos de integración bi y multilateral.

· El intercambio de experiencias exitosas entre los agricultores nacionales y de otras naciones es parte de un programa en el ámbito de la Fundación de Innovación Agrícola, con financiamiento para efectuar giras tecnológicas temáticas.

· El Consejo Agrícola del Sur y los diferentes grupos técnicos, permiten una fluida interacción de los Ministerios de Agricultura y de éstos con los Organismos Internacionales: FAO, IICA, PMA, FIDA, OIE, etc.

5. Territorios Rurales:

· La creación de la Bolsa Agrícola especializada en la transacción de derivados financieros, securitización de contratos y desarrollo de mecanismos de capital de riesgo permitirá también una forma de introducir modernidad a los sectores productivos.

· Los procesos productivos se desarrollan en el marco de complejas redes de proveedores de productos y servicios que configuran y valorizan un producto final. Hoy existe una institucionalidad pública compuesta por Ministerios y Servicios Públicos cuyos mandatos están definidos por ley y sus ámbitos de acción responden a las necesidades y visiones de la agricultura en un momento determinado. Uno de los elementos fundamentales de cualquier estrategia para el desarrollo de la calidad agropecuaria es el fortalecimiento del vinculo público privado. Para tal efecto el trabajo de la Comisión Nacional de Buenas Prácticas Agrícolas propende a mejorar la articulación interna de los Servicios del Ministerio.

· El desarrollo de la biotecnología, referida tanto a la genética animal y vegetal, y la tecnología transgénica origina nuevos procesos de producción que pueden ser más eficientes desde un punto de vista económico y en ciertos casos desde un punto de vista ambiental.

· Chile dispone de un Plan Nacional de Protección Civil, para elevar la capacidad de respuesta frente a catástrofes, implementa aspectos preventivos, de mitigación, de preparación y alerta temprano, respondiendo a los compromisos internacionales suscritos en la “Década Internacional de Reducción de Desastres Naturales” y a la modernización del propio Sistema Nacional de Protección Civil.

· El Ministerio de Agricultura participa activamente en la coordinación de iniciativas destinadas a fomentar el desarrollo rural. La diversificación de la economía rural contempla el desarrollo de actividades económicas extra agrícolas tales como turismo rural, mecanismos de incentivos a la localización de inversiones, programas de empleo, etc.

TRABAJO Y EMPLEO 

La Constitución Política de la República de Chile asegura a todas las personas la libertad de trabajo y su protección. Toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo con una justa remuneración, prohibiéndose cualquier discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal del trabajador.

La misma Constitución asegura, además, los derechos de asociación y de sindicación, regulado en su práctica y garantía en la legislación nacional, específicamente en el Código del Trabajo. Por otra parte, el Gobierno de Chile, ha enviado un proyecto de Ley a nuestro Congreso Nacional que reforma la justicia laboral y cuya tramitación terminará durante el año 2005. La Reforma entrega competencia a los tribunales de la República para conocer de demandas derivadas de actos de discriminación, de la ejecución y término de las relaciones laborales basadas en un contrato de trabajo, y de la sanción de las prácticas antisindicales y la protección efectiva de los derechos y de la libertad sindicales. Esta reforma busca la integración de los trabajadores con las empresas en la que prestan servicios, así como también la adecuación para la globalización y los cambios que éste proceso generará.

El Gobierno se propuso como meta la superación de la brecha en materia de equidad. La modernización del seguro de pensiones es un paso coherente en esta dirección. Los esfuerzos se enfocaron en mejorar las redes de la seguridad social chilena en base a un sistema que contenía afiliados al sistema de reparto, de capitalización individual y mixtos. Es así como se crearon el Seguro de Cesantía, el Ahorro Previsional Voluntario, los MultiFondos y la Ley de Rentas Vitalicias, entre otros.

En el espíritu de estas reformas, el Gobierno ha impulsado propuestas políticas de la Subsecretaría de Previsión Social que apuntan a mejorar los incentivos para la integración de los trabajadores independientes poco solventes en el sistema de seguridad social, y para la superación de las causas del origen sistémico de las diferencias entre las jubilaciones de hombres y mujeres.

La instauración del diálogo social se inscribe dentro de las prioridades gubernamentales orientadas a la modernización del Estado y al fortalecimiento de la sociedad civil, procesos simultáneos, interrelacionados e inseparables de las reformas emprendidas con el fin de lograr, finalmente, el establecimiento de una institucionalidad permanente para el diálogo social, creando una nueva forma de organización y gestión social que favorecería la profundización y ampliación de la democracia, así como el ejercicio de las libertades y la integración al desarrollo. Ello dotará de mayor autonomía, responsabilidad y actividad a las organizaciones laborales en el quehacer público, pero también fortalecerá la gobernabilidad como requisito de un desarrollo sostenido y equitativo.

La Reforma Laboral del año 2001, destaca iniciativas tendientes a proteger y fomentar los derechos laborales que, de manera indirecta, refuerzan las oportunidades para los trabajadores de acceder al desarrollo. Los contenidos más importantes de la reforma son:

1. Jornada Laboral: reducción general de la jornada laboral de los trabajadores chilenos a 45 horas semanales. También hay reducciones específicas para ciertos sectores.

2. No Discriminación: fortalece este principio en el empleo y la vigencia de derechos constitucionales al interior de la empresa, estableciendo taxativamente que las facultades de administración del empleador tienen como límite los derechos fundamentales del trabajador.

3. Nuevos Contratos y Normas que Promueven el Empleo: incentiva el acceso a empleos de quienes no pueden trabajar jornadas completas, permitiendo que mujeres, jóvenes y estudiantes puedan compatibilizar su tiempo entre el trabajo y el estudio o las responsabilidades familiares.

4. Protección ante Despidos: desincentiva el despido injustificado o indebido de los trabajadores, estableciendo sanciones para los empleadores a quienes un Tribunal condene por tales causas. También asegura el pago de las indemnizaciones por años de servicio que corresponden.

5. Mayores Resguardos para Creación de Sindicatos: protege a los trabajadores que quieren formar sindicatos y desincentiva las prácticas antisindicales. También se rebajó el quórum de constitución de sindicatos.

6. Negociación Colectiva con Mayor Cobertura y Equiparidad: promueve que más trabajadores puedan negociar colectivamente al interior de sus empresas; que estos procesos sean más tecnificados y que exista una mejor distribución de los frutos de los aumentos de productividad.

7. Mejores Condiciones Laborales para Temporeros: posibilita que estos trabajadores puedan negociar colectivamente y ver mejoradas sus condiciones de trabajo. Además se creó el registro de contratistas agrícolas y reformó los estándares del transporte de los trabajadores agrícolas.

8. Cumplimiento de la Ley: fortalece el sistema administrativo de cumplimiento de la ley laboral, tanto incrementando la capacidad fiscalizadora de la Dirección del Trabajo al aumentar el número de funcionarios en 160, como aumentando las multas, lo que fortalece su efecto disuasivo.

CRECIMIENTO CON EQUIDAD

Crecimiento con Equidad 

Desde 1990, el Estado de Chile visualiza la política social como un componente de la estrategia de crecimiento con equidad, cuya función es asegurar la igualdad de oportunidades para la erradicación de la pobreza y la desigualdad. Esto es considerado uno de los principales mecanismos para mantener la estabilidad política y social de la nación que permita el logro de un crecimiento económico sostenido.

Así, para el período 1990-2003, es posible observar resultados con distintos niveles de éxito en cuanto a incidencia e intensidad de la pobreza e indigencia, tanto a nivel nacional, según zona o de acuerdo el criterio de grupos vulnerables. También es posible verificar tendencias en la distribución del ingreso autónomo y monetario de los hogares, así como en la dinámica de la pobreza.

El año 2003, la población en situación de pobreza en el país bordeaba los 2 millones 900 mil personas, lo que equivale al 18,8% del total. Dentro de este grupo, la población en situación de indigencia llegaba a 728 mil personas, equivalente al 4,7% del total, valor que implica un quiebre en el estancamiento observado desde 1996. En términos de hogares, alrededor de 631 mil hogares (15,4% del total) se encontraban en situación de pobreza, de los cuales 160 mil (3,9% del total) eran indigentes.

Durante 13 años el país ha sido capaz de reducir la población en situación de pobreza desde el 38,6% en 1990 a 18,8 % en 2003. Asimismo, la población en situación de indigencia ha disminuido desde 12,9% al 4,7% (casi un tercio del dato inicial), luego de un período de estancamiento desde 1996. En términos de hogares, el porcentaje de hogares pobres disminuyó desde el 33,3% en 1990 al 15,4 % en 2003 y el de hogares indigentes se redujo desde el 10,6% al 3,9%, en el mismo período. En términos absolutos, ello significa que en el país, en el año 2003, existen alrededor de 2 millones 58 mil personas menos en situación de pobreza que al inicio de la década de los 90. Esta cifra incluye 931 mil personas menos en situación de indigencia con relación al año 1990. 

Al analizar según zona, entre los años 1990 y 2003, la población en situación de pobreza rural se redujo casi a la mitad, descendiendo desde 39,5% a 20,1%, siendo la reducción entre 2000 y 2003 particularmente importante (3,7 puntos porcentuales). A su vez, y en el mismo período, la indigencia rural se redujo a menos de la mitad, pasando de 15,2% a 6,2%, intensificándose el ritmo de la reducción desde el año 1996. 

Según grupos prioritarios, se observa claramente la importante incidencia de la pobreza en el sector infancia. Durante el período de 13 años, la pobreza infantil y adolescente baja de 50,7% a 26,9%. La pobreza entre los jóvenes se ha reducido en 19,2 puntos porcentuales, destacando la reducción de la indigencia de 11,7% en 1990 a 4,6% en el año 2003. Respecto de la población adulto mayor, tanto la indigencia como la pobreza no indigente, han evidenciado un claro y significativo retroceso en estos últimos diez años. Sin embargo, han aumentado los niveles de pobreza no indigente entre el año 2000 y 2003: sube de 6,4% a 8,1%. 

Si bien es posible afirmar que entre 1990 y 1996 disminuyó la intensidad de la indigencia y la desigualdad, al final del período los indigentes han visto aumentada levemente la severidad de sus carencias de ingresos, como también su desigualdad interna, aunque esto parece revertirse al año 2003. El análisis de la distribución del ingreso autónomo y monetario de los hogares durante el período 1990-2003, muestra que el país mantuvo una elevada concentración del ingreso, que no se alteró durante la década, y una mejoría en esta distribución como efecto de las transferencias monetarias que reciben los hogares de menores recursos. Sin embargo, las transferencias monetarias, realizadas por el sector público a los hogares de menores ingresos, mejoraron durante toda la década la distribución prevaleciente al considerar sólo los ingresos autónomos, disminuyendo la brecha entre el ingreso de los grupos más pobres y más ricos. 

Al observar la distribución del ingreso autónomo en el año 2003, se constata que el ingreso promedio de un hogar del decil X es de $2.177.245 pesos mensuales, mientras que el ingreso del 10% más pobre fue de $63.866, es decir, el 3% del ingreso del decil superior.

Para el aumento de los ingresos, un elemento fundamental es la incorporación del componente de empleo. En este sentido, según datos obtenidos de la serie de Encuestas CASEN, la tasa de desocupación de la población pobre era 3,5 veces la de la población no pobre en 1990 y de 3,7 el 2000: en el año 2000 la tasa de desocupación del I decil (34,3% de desocupados) es 3,4 veces mayor al promedio total (10,2%), mientras que para el año 2003 esta relación es de 3,5 veces mayor al promedio total (mientras el I decil tiene una tasa de desocupación del 34,7% el promedio nacional es de 9,8% de desocupados). 

Al realizar un análisis dinámico de la pobreza, se verifica que las leves variaciones que muestran las cifras sobre pobreza e indigencia en los últimos años, a través de estudios sincrónicos, ocultan una importante movilidad de la población en esta situación. Respecto a los factores que tienen mayor correlación con los cambios observados en la situación de pobreza de los hogares a lo largo del período, estos corresponden a aquellos factores relativos a la composición de los hogares, tamaños de los mismos, escolaridad del jefe de hogar, tasa de dependencia, disponibilidad del activo trabajo y calidad del empleo, entres otros.

· Sistema de Protección Social Chile Solidario

CHILE SOLIDARIO es un Sistema de Protección Social con una perspectiva integradora, que combina asistencia y promoción, para abordar la extrema pobreza en que viven alrededor de 225.073 familias en el país (según datos CASEN 2000) y constituye uno de los ejes centrales de la política social del actual Gobierno.

Esta inspirado en el principio de solidaridad e integralidad del esfuerzo de todos los niveles del Estado y la Sociedad Civil y su Misión es: “Incorporar a las familias en extrema pobreza a la Red de Protección Social del Estado, de modo que éstas puedan acceder a mejores condiciones de vida”, entendiendo que el crecimiento económico no es suficiente como estrategia de disminución de la pobreza, la pobreza se reproduce inter-generacionalmente y afecta a los sujetos en cada una de las etapas de su ciclo de vida, y que existen en Chile, un conjunto de prestaciones sociales instaladas en gran número de instituciones y programas, que requieren de mayor interacción entre sí y con lógicas de operación y focalización más homogéneas además de la necesidad de una red de información que vincule más fuertemente los servicios de acceso y los criterios de elegibilidad.

Chile Solidario requiere efectuar cambios en la política Social, que le permitan de mejor manera ayudar a las familias más pobres a mejorar sus condiciones de calidad de vida. Esto requiere articular el conjunto de transferencias, subsidios, fondos y programas del Estado como un sistema, tanto desde el punto de vista institucional como programático y de gestión, hacer coincidir la focalización en las familias extremadamente pobres y compatibilizarla con las capacidades financieras y fiscales, permitiendo atender como un sistema temporal a las 225.073 familias más pobres del país, y a su vez generar aprendizajes y sentar las bases para un Sistema de Protección Social permanente para las familias chilenas, especialmente las indigentes.

El Sistema Chile Solidario, de acuerdo a su desarrollo desde mayo de 2002  hasta febrero 2005, cuenta con los siguientes Soportes Legales para su funcionamiento:

· Leyes de Presupuesto del Sector Público Año 2003, Año 2004 y Año 2005.

· Ley de Reforma Tributaria para financiamiento Plan AUGE y Chile Solidario (2003).

· Ley Chile Solidario, promulgada el 14 de Mayo de 2004 (Reglamento en trámite en Contraloría General de la República).

Los Ejes Estratégicos en los que basa su funcionamiento son:

1. Igualación de capacidades básicas: se preocupa que todos puedan acceder a un mínimo de capacidades básicas, favoreciendo la creación de activos y capital que reviertan permanentemente condiciones de vulnerabilidad y precariedad.

2. Enfoque de derechos: implica reunir y expresar el conjunto de objetivos, normas y sistemas por medio de los cuales la sociedad se compromete a garantizar los derechos sociales, económicos y culturales; pretende crear y consolidar capacidades y oportunidades para que las personas incrementen su bienestar, cuenten con mayor libertad e influyan en las decisiones que las afectan.

3. Integralidad de las acciones: sistema de provisión de servicios y beneficios oportuno y pertinente a las necesidades de cada una de las familias y personas, sujetos de protección; dispone de distintos servicios y beneficios para las mismas personas y familias, en el marco de una estrategia integral de intervención. 

4. Equidad y manejo de la vulnerabilidad: promueve la generación de condiciones y mecanismos redistributivos que, basados en la igualdad de oportunidades, apliquen estrategias de discriminación positiva sobre aquellos que no cuentan con condiciones suficientes para lograr un desenvolvimiento autónomo y sostenible y que requieren de recursos auxiliares para su promoción social efectiva. 

5. La familia como núcleo de desarrollo humano: protección a la familia, potenciando el sistema de vínculos que en ella tienen lugar, dignificar su rol y generar estrategias protectoras que a la vez aporten a su auto-desarrollo.

6. Desarrollo local y la participación ciudadana: una estrategia social operando en los espacios sociales e institucionales más cercanos a sus destinatarios.

Su Población Objetivo son las familias en situación de extrema pobreza (225.073), identificadas a través de la información que proporciona la Ficha CAS II (instrumento de estratificación social que permite priorizar y seleccionar a los beneficiarios de los programas sociales del Estado, según su situación socioeconómica). Se espera que para diciembre de 2005, los resultados del Sistema sean: 

· Que al menos el 70% de las familias que participan del Sistema, logren en 24 meses un “egreso exitoso” del componente de apoyo psicosocial. Es decir, familias socialmente integradas y con autonomía.

· Que las familias que egresen del Programa Puente sin haber obtenido el resultado esperado, sean apoyadas por el Sistema, al menos mientras se encuentren siendo beneficiarias del Bono de Egreso, en el logro de las condiciones mínimas que quedaron pendientes, a través de un proceso de seguimiento y monitoreo continuo.

· Que las familias unipersonales de personas mayores de 65 años, sujetos de protección del sistema, sean beneficiarias de una pensión asistencial de vejez, que les garantiza gratuidad en el sistema de atención de salud y les aporta un ingreso monetario básico para su mantención.

· Tener institucionalizado el Sistema con 225.073 familias asistidas integralmente en el país.

· Contar con un registro único de beneficiarios del Sistema, más los beneficiarios pobres no indigentes de prestaciones monetarias del Estado.

Chile Solidario, está organizado sobre la base de tres subsistemas o componentes:

1. Apoyo Psicosocial: (Programa PUENTE ejecutado por el Fondo de Inversión Social - FOSIS). El acceso al sistema se realiza a través del programa “PUENTE” que consiste en un programa de apoyo psicosocial a las familias, cuyo ejecutor directo son las Municipalidades. Apoyo Psicosocial consiste en un acompañamiento personalizado por parte de un profesional o técnico, a través de un sistema de visitas periódicas a las familias en su domicilio. El rol fundamental de este profesional es apoyar a las familias en la obtención de las condiciones mínimas de calidad de vida definidas por el Programa. Durante el proceso se trabaja en 7 dimensiones que en total contienen 53 condiciones mínimas de calidad de vida: Identificación, Salud, Educación, Dinámica Familiar, Habitabilidad, Trabajo, Ingresos. La estrategia de intervención asume que una familia esta habilitada y en condiciones de superar su condición de extrema pobreza cuando alcanza las 53 condiciones mínimas de calidad de vida, que han sido definidas por el programa.

2. Subsidios Garantizados: Los miembros de las 225.073 familias integradas al Sistema, que cumplan con los requisitos, tendrán preferencia en la asignación de las prestaciones monetarias tradicionales a las que tienen derecho por sus condiciones socioeconómicas y que buscan incrementar la disponibilidad de ingresos. Estas beneficios son: Subsidio Único Familiar (SUF) para todos los menores de 18 años; Pensión Asistencial de Vejez (PASIS) para todos los mayores de 65 años; Pensión Asistencial de Invalidez (PASIS) a todos los causantes de estas familias; Pensión Asistencial (PASIS) a las personas con discapacidad mental; Subsidio de Agua Potable (SAP) para cubrir el 100% de la cuentas hasta 15 metros cúbicos de consumo mensual a todas las familias con conexión (actualmente el subsidio cubre el 75%); Bono de Protección Familiar que consiste en un aporte monetario mensual a la familia integrada al Sistema Chile Solidario, que se otorgará en función de que las familias se comprometan al logro de los objetivos que ellas mismas se han planteado para superar su condición. Este Bono será asignado en montos decrecientes durante los 24 meses de la participación de la familia en el Programa “Puente entre las familias y sus derechos” y será entregado, preferentemente, a la mujer jefa de familia o a la pareja del Jefe de familia. Y el Bono de Egreso que consiste en un aporte mensual equivalente al valor de un SUF que se otorga a las familias, una vez que han recibido el Bono de Protección N° 24 y han culminado su participación en el Programa “Puente”. Se entrega en un monto fijo mensual, por tres años (36 meses).

3. Acceso preferente a Programas de Promoción Social. Busca integrar al Sistema a otros organismos públicos y entidades privadas, de manera de lograr el desarrollo de una oferta de programas sociales coherente, coordinada y eficaz orientada a la extrema pobreza. Ello requerirá una reingeniería de las organizaciones y programas orientados al apoyo de las familias en extrema pobreza con el propósito de generar nuevas capacidades y ampliar las oportunidades de las personas y familias que se encuentran en esa condición. La Oferta Programática 2005, que se organiza en base a la Firma de Convenios con y sin Transferencia de Recursos, para cada una de las Dimensiones definidas por el Sistema Chile Solidario.

· Resultados Generales a Diciembre 2004

1. El programa se encuentra funcionando en 332 comunas del país (100% de las comunas consideradas)

2. Chile Solidario a través de Programa Puente, ha contactado 156.734 familias de las 225.073 que se comprometió el Programa a incorporar (72.1%), de las cuales 148.063 (94,5 %) han aceptado participar. 

3. 122.001 familias están recibiendo su Bono de Protección Familiar (Bono que se otorga durante los 24 meses de apoyo Psicosocial y que fluctúa entre $ 10.500 y $ 3.800 mensuales por familia). 

4. 19.025 familias ya han alcanzado la meta de egreso después de 24 meses de intervención, de las cuales hay 14.382 (75.6%) que han cumplido con el llamado “egreso exitoso”, es decir con las 53 condiciones mínimas de calidad de vida cumplidas, de tal modo que puedan superar su condición de extrema pobreza, quedando un total de 4.643 familias que han realizado un “egreso simple”, es decir, habiendo cumplido los 24 meses de intervención mantiene pendiente el cumplimiento de algunas Condiciones Mínimas. 

5. MIDEPLAN ha firmado los dieciséis convenios con transferencia monetaria, que garantizan el acceso a acciones y prestaciones de la red pública, para apoyar el cumplimiento de condiciones mínimas de calidad de vida, de las familias de Chile Solidario.

6. 25 instituciones y programas públicos han concordado en convenios, las acciones preferentes para las familias de Chile Solidario y existen compromisos presupuestarios para cumplirlos.

Ambiente económico favorable 

Sobre las realizaciones en materia de apoyo a las Pequeñas y Medianas Empresas (PYMES), se puede destacar lo siguiente:

· Promulgación de la Ley Nº19.749, de microempresas familiares. Esta ley establece normas que facilitan la creación de microempresas, entre otras razones porque se encuentran exentas de las limitaciones y autorizaciones que se exigen a las demás empresas para su instalación y funcionamiento. Además, puede acceder a créditos, asistencia técnica, capacitación e instrumentos de fomento del Estado.

· Actualmente se tramita en el Parlamento una ley que interpreta y modifica el artículo 26 de la ley de Rentas Municipales (que contiene la ley de la microempresa familiar), disponiendo que la recepción definitiva de las obras, no es un requisito previo para el otorgamiento de la patente municipal. El proyecto se encuentra en Comisión Mixta. 

· Reforma a la Ley Nº19.832, de Cooperativas. Esta nueva norma ha introducido sustanciales modificaciones a la Ley General de Cooperativas generando un poderoso instrumento para desarrollar proyectos asociativos orientado a la producción de bienes y servicios que puedan competir tanto en el mercado nacional como en los mercados internacionales. Esta reforma legal favorece directamente a los pequeños empresarios, ya que a través de las cooperativas podrán potenciar su creatividad empresarial, sin las dificultades que tenía la normativa anterior. 

· Ley Nº19.857, sobre empresas individuales de responsabilidad limitada. Esta Ley permite que los pequeños empresarios separen el patrimonio familiar del empresarial, de modo que si hay dificultades, no se pierda lo que pertenece y sustenta a la familia.

· Ley 19.880, proyecto del “Silencio Administrativo”, la cual establece y regula las bases del procedimiento administrativo de todos los actos de la administración del Estado y establece plazos para su tramitación o ejecución, así con los procedimientos para reclamar por los errores o tardanza en su tramitación y consagra los principios del silencio administrativo.

· Ley 19.886, se institucionaliza el Sistema de Información de Compras y Contrataciones de la Administración, a través del portal www.chilecompra.cl. Sus normas se aplicarán a toda la administración pública, incluidas las municipalidades, Fuerzas Armadas, Poder Legislativo, Poder Judicial, etc.; además, se definen los procedimientos de contratación y se crea un Tribunal de Contratación Pública. Este sistema facilitará el acceso a las compras públicas, las hará más transparentes, proporcionará información oportuna y habrá reglas claras para todos.

· Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Ley 19.911), se eliminan las Comisiones Preventivas y la Comisión Resolutiva se transforma en el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. El objeto de la norma es dar una mejor protección a la libre competencia en los mercados, como medio para desarrollar y preservar el derecho a participar en las actividades económicas, promover la eficiencia y por esta vía, el derecho de los consumidores.

· Cláusula de Aceleración, Ley 19.951 que modificó las disposiciones de la Ley 18.010, sobre operaciones de crédito de dinero. La cláusula de aceleración es un acuerdo entre las partes en virtud del cual el no pago de una o más cuotas de un crédito hace exigible el total de la obligación.

· Ley 19.983, establece un procedimiento especial de cesión de la factura, mediante la entrega de una copia adicional y la notificación de este acto al deudor, por un notario. Facilitará el cobre de la factura, para lo cual se establece un procedimiento simple de preparación de la vía ejecutiva. Permitirá a las pequeñas empresas, al ceder su crédito al Factoring, tener acceso a financiamiento seguro, rápido y a menores tasas de interés. Finalmente, permitirán tener acceso a este financiamiento sin importar la existencia de antecedente comerciales negativos (DICOM). En caso de cederse la factura se disminuirá el riesgo de cambio de las condiciones de venta pactadas, a lo que hoy están expuestos los pequeños empresarios.

· Ferias Libres, proyecto que está aún en el Congreso. Su objetivo es dar un estatuto a los 80.000 comerciantes de Ferias Libres que existen en el país, para que su actividad se transforme en una verdadera empresa, que pueda planificarse, invertir, ser sujetos de crédito y ser eventualmente transferida o transmitida por causa de muerte. Con el mejoramiento de su situación empresarial, mejorarán las ferias libres y la distribución de los productos hortofrutícolas y del mar, todo ellos con claro beneficio de los consumidores.

· Sociedades de Garantía Recíproca, Proyecto de Ley que está en el Parlamento. Con el objeto de mejorar las condiciones de financiamiento y las posibilidades de utilización y de administración de las garantías que pueden otorgar los pequeños empresarios, se ha elaborado un anteproyecto que autoriza el funcionamiento de las sociedades de Garantía Recíproca.

· Derechos de Propiedad

Se aprobó en el Senado una modificación a la Ley N° 19.039 de Propiedad Industrial (la nueva ley está lista para ser promulgada y publicada), la que busca adecuar nuestra legislación nacional a los requerimientos contraídos por el Estado de Chile en el marco de los compromisos internacionales, como también adecuarla a las nuevas experiencias y prácticas actuales en materia de propiedad industrial.

En específico, la iniciativa legal incorpora nuevas categorías de derechos industriales estableciendo un sistema eficaz de observancia de los mismos. También introduce ciertas modificaciones necesarias para una adecuada institucionalidad en materia de propiedad industrial, aprovechando de corregir la estructura de la Ley, dotándola de un lenguaje técnico y jurídico adecuado a los modernos cánones en esta materia.

· Promover la Protección del Consumidor 

La Ley Nº19.496, de Protección del Consumidor, tiene por objeto normar las relaciones entre proveedores y consumidores, establecer las infracciones en perjuicio del consumidor y señalar el procedimiento aplicable en estas materias. Las modificaciones a la Ley de Protección del Consumidor ha buscado corregir las fallas de mercado que afectan la adecuada relación de consumo que debe existir entre consumidores y proveedores, fortaleciendo con ello una economía más transparente y mejorando la confianza de las personas en ella, como también acercar a los consumidores al conocimiento y ejercicio de sus derechos, facilitando la creación de organizaciones de consumidores con mayores facultades para cumplir un rol activo en el mercado, fortaleciendo así la participación ciudadana.

Los principales cambios tienen relación con:

i) Procedimiento para la defensa de los intereses supra-individuales: El incumplimiento de las normas contenidas en la ley dará lugar a las acciones destinadas a sancionar al proveedor que incurre en infracción. El ejercicio de las acciones puede realizarse a título individual o en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores. Lo anterior establece, entre otros, un procedimiento judicial que permitirá que todos los casos iguales se resuelvan en un sólo juicio.

ii) Derecho de retracto: Se establece que en aquellos contratos firmados en reuniones masivas o en los propios domicilios, en compras a distancia o por Internet y en las dobles matrículas de Universidades, la ley entrega el derecho al consumidor de deshacer dicho contrato en un plazo de 10 días a partir de las fechas señaladas en la Ley.

iii) Solución rápida de casos individuales de montos menores: Los casos individuales de montos inferiores podrán ser resueltos en un procedimiento más rápido que los actuales. 

iv) Tasas de interés: En toda operación de consumo en que se conceda crédito directo al consumidor, el proveedor deberá poner a disposición de éste, entre otros, la siguiente información: a) El precio al contado del bien o servicio de que se trate; b) El monto de las cuotas; c) La tasa de interés que se aplique a los saldos de precio, y que debe registrarse en la boleta o en el comprobante de cada transacción; d) El monto de cada uno de los importes distintos a la tasa de interés.

v) Publicidad engañosa: La publicidad falsa o engañosa difundida por medios de comunicación social hará incurrir al infractor en una multa de hasta 750 unidades tributarias mensuales. En caso de que incida en las cualidades de productos o servicios que afecten la salud o la seguridad de la población o el medio ambiente, hará incurrir al anunciante infractor en una multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.

Lo que aún estaría pendiente es un artículo, que modifica todos los contratos (tamaño de la letra), ya que desde su promulgación (julio de 2004), se les dio a las empresas un plazo de un año para modificar sus formularios de contrato. Por lo tanto, este artículo comenzaría a regir a partir de julio de 2005.

· Agenda Digital

A partir de un diálogo público-privado que se desarrolló durante el 2003 y en el que participaron 170 representantes de más 50 instituciones -entre las que se cuentan organismos estatales, asociaciones gremiales, empresas, estudios jurídicos y universidades- que constituyeron el Grupo de Acción Digital (GAD), se tuvo como resultado la Agenda Digital. El resultado de esta Agenda Digital es un amplio acuerdo público-privado sobre una estrategia-país, que contempla 34 iniciativas. 

Entre los principales objetivos de esta Agenda Digital están duplicar la tasa de hogares chilenos conectados a Internet, promover la conexión y uso avanzado de la red en 150 mil empresas, capacitar a un millón de personas en tecnologías digitales, masificar los trámites públicos digitales llegando a 300 desde los 170 actualmente disponibles e incorporar a otros poderes del Estado en la digitalización de sus relaciones con los ciudadanos, desarrollo de una masa crítica de empresas chilenas productoras de servicios y productos de TI, propiciar las modificaciones legales necesarias para potenciar el uso de Internet, que refuercen la protección a la propiedad intelectual y la protección del consumidor, en temas como el correo indeseado o spam, entre otras.

Migración 

A nivel regional, Chile continúa participando de la Conferencia Sudamericana para las Migraciones y de sus reuniones técnicas. Durante el año 2004 la reunión técnica de la Conferencia Sudamericana se desarrolló en Caracas, Venezuela, y la Conferencia misma tubo lugar en la ciudad de La Paz, Bolivia. Chile mantiene su participación en el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, en donde se generan iniciativas tendientes a mejorar las condiciones de los trabajadores migrantes en la región. 

Durante el año 2004 Chile fue anfitrión de las Consultas Regionales para las Américas de la iniciativa de Berna, cuya finalidad es lograr una mejor gestión de la migración a nivel regional y mundial gracias a la cooperación de los Estados. La finalidad de la reunión organizada en Chile fue la revisión de un documento preliminar denominado Agenda Internacional para la Gestión de la Migración, que fue preparado por la OIM con base en las consultas desarrolladas en Berna, Suiza, en el 2003. Los aportes generados desde las Américas sirvieron para generar un consenso básico sobre los componentes de la Agenda Internacional a fines del año recién pasado. 

A Nivel Nacional, en relación con el desarrollo del proceso de política migratoria, durante el año 2004 se buscó generar instrumentos tanto de difusión como de recopilación de antecedentes entre actores públicos y privados, que permitan en el año 2005, la generación de acciones gubernamentales que beneficien a la comunidad migrante. 

Entre los instrumentos de difusión se generó una iniciativa conjunta con la Organización Internacional para las Migraciones, que permitió exponer los lineamientos o principios rectores de la política que el Gobierno propone a las Gobernaciones Provinciales, organismos públicos encargados de la gestión migratoria en cada una de las Provincias del país.

Se desarrollaron acciones de difusión en las Gobernaciones Provinciales de las regiones Tarapacá, Antofagasta, Coquimbo, Valparaíso, Libertador General Bernardo O’Higgins y de la Región Metropolitana. Posteriormente, a inicios del presente año, se complementó la actividad con el desarrollo de una nueva sesión de trabajo en la Región del Bio-bío para las Gobernaciones Provinciales de la octava, novena, décima y décima primera regiones.

En cuanto a la recopilación de antecedentes, durante el año 2004 se diseñó un sistema de control de gestión migratoria, para el seguimiento de los lineamientos de la propuesta de política migratoria en los servicios públicos en el nivel central. Esta iniciativa ha permitido que en la actualidad el Ministerio del Interior se encuentre recopilando información de los servicios que prestan a extranjeros treinta y dos servicios públicos y ministerios, con el fin de sistematizar información relativa a la situación que enfrentan los trabajadores migrantes frente a los organismos del Estado. Junto a lo anterior, durante el año 2004, el Departamento de Extranjería generó un informe que toma como base las demandas ciudadanas en relación con la gestión migratoria. Ambos análisis, deberán servir de base para la generación de iniciativas que permitan resolver las situaciones más complejas que enfrentan los inmigrantes en Chile en función de sus condiciones de vulnerabilidad.

Durante el año 2004 continuó el proceso de cambio en los sistemas de recepción de solicitudes de residencia, con la incorporación al sistema de recepción de solicitudes de visa de residencia temporal de la visa temporaria. Ello permitió al final del proceso, de acuerdo a los informes estadísticos de recepción de solicitudes, disminuir en más de un 96% la recepción de permisos de residencia temporaria por ventanilla. El tiempo de respuesta para las solicitudes resueltas en el período comprometido fue de 28.46 días en promedio. Esta acción se inscribe en procesos de mejoramiento de la gestión migratoria, que son funcionales a los procesos de modernización de la gestión pública que el Gobierno de Chile promueve.

Otras acciones relevantes desarrolladas por el Departamento de Extranjería y Migración durante el año 2004 se relacionaron con la promoción en el Parlamento de la ratificación de diversos instrumentos internacionales que regulan la situación de los inmigrantes. En esta línea, se participó de reuniones en la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado informando sobre la conveniencia de ratificar tanto la Convención de Trabajadores Migratorios y sus Familiares como de los Protocolos de Palermo sobre Tráfico ilícito de migrantes y Trata de personas. Las tres iniciativas se encuentran en proceso de promulgación por parte del Ejecutivo.

Otra acción relevante fue la generación a partir del mes de agosto de 2004, de una iniciativa que permite la regularización de las situaciones de residencia de los ciudadanos argentinos en Chile, teniendo como fundamento la nacionalidad de origen del solicitante, como una medida recíproca a una iniciativa que Argentina comenzó a desarrollar unilateralmente con anterioridad a la fecha indicada. Esta iniciativa sigue la línea de los acuerdos sobre Residencia para Nacionales del MERCOSUR, Bolivia y Chile y sobre Regularización Migratoria en el Territorio de los Estados Parte y Asociados, que se encuentran en estudio en el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR.

EDUCACIÓN 

Chile logró el año 2002 alcanzar el 97% de cobertura de educación primaria, y 87% de matrícula de secundaria. Estas metas están cumplidas en cuanto a cobertura y, por tanto, el esfuerzo se ha concentrado en la calidad. Sin embargo, el porcentaje de estudiantes que concluye los estudios de educación media es menor. La tasa de deserción de enseñanza media es de 8,5%. Para reducir la deserción escolar, la Reforma Educacional ha implementado el Programa “Liceo Para Todos”, que actúa en los establecimientos con mayor riesgo social e índices de fracaso.

Respecto a la calidad de la educación en enseñanza básica y media, pruebas recientes indican resultados por sobre el promedio de América Latina, pero debajo del promedio de los países de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE). Para la meta N° 3, no existen indicadores específicos que puedan dar cuenta del estado de avance en asegurar una educación “a lo largo de toda la vida”. Sin embargo los avances que se señalan a continuación apuntan a ello. En cuanto a la paridad de género, Chile presenta buenos indicadores de paridad en educación primaria y secundaria, los que en general muestran una muy leve desviación en favor de las mujeres.

· Enseñanza Media Obligatoria

El Congreso Nacional de Chile aprobó por unanimidad en el 2003 una reforma constitucional de extrema importancia para la Educación: la Ley de Enseñanza Media Obligatoria y gratuita hasta los 21 años, la que busca garantizar una escolaridad que permita insertarse en el mundo globalizado. Al inicio de los ‘90 la escolaridad promedio de la población era de 8,7 años, mientras que al año 2002, la tasa de escolaridad promedio era de 10,0 años a nivel nacional. 

El Plan de Escolaridad Completa del Ministerio de Educación contempla más recursos para los sectores más pobres y el reforzamiento de acciones referidas a la deserción escolar, el embarazo adolescente, el trabajo juvenil y la nivelación de estudios. Se generó, además, un apoyo económico especial (subvención pro-retención) para los sostenedores que retengan en el liceo a jóvenes de los sectores más desposeídos. La meta es que ningún joven tenga menos de 12 años de escolaridad. Se aumentará así la escolaridad promedio de los chilenos a por lo menos 12 años como mínimo.

· Jornada Escolar Completa (JEC)

El Gobierno de Chile ha impulsado la ley de Jornada Escolar Completa (JEC), cuyo objetivo es aumentar la jornada diaria de clases de todos los establecimientos de enseñanza públicos y particulares subvencionados, lo que mejorará considerablemente la calidad de la educación.

Las múltiples iniciativas de la Reforma requieren de mayor tiempo en la escuela o liceo. Demandan tiempos de trabajo mayores que los permitidos por la estrecha estructura temporal actual. Con la jornada extendida se implementan nuevas prácticas pedagógicas y se mejoran las relaciones humanas al interior de la comunidad escolar.

El Senado de Chile aprobó en agosto 2004 los últimos detalles de la ley de Jornada Escolar Completa (JEC) en la cual además de la extensión de la jornada escolar se establecen: infraestructura escolar y plazos para entrar a JEC; resguardo de derechos de los integrantes de la comunidad educativa; creación de los Consejos Escolares; atribuciones y acreditación de los directores de establecimientos escolares; integración social en el sistema escolar y fiscalización de recursos de las Corporaciones Municipales. Esta iniciativa establece que todas las escuelas y liceos municipales y particulares subvencionados que atienden a población con vulnerabilidad socioeconómica deberán estar en la jornada extendida el 2007. Por otra parte, los establecimientos particulares subvencionados que atienden a población escolar no vulnerable, tienen plazo hasta el 2010 para incorporarse a la JEC.

Entre 1998 y el 2004, El Ministerio de Educación ha adjudicado 2.068 proyectos con una inversión total de 822 mil millones de pesos, beneficiando a un millón 400 mil escolares de todo el país. A la fecha, 7.391 establecimientos educacionales están ya en jornada completa o tienen recursos asignados para ingresar a ella, lo que equivale al 79,6% del total de escuelas y liceos subvencionados del país. Actualmente, los alumnos con jornada extendida alcanzan a 2 millones 271 mil. 

· Evaluación Docente

A inicios de agosto 2004, el Presidente de la República promulgó la ley que establece un Sistema de Evaluación Docente que contribuirá a mejorar la práctica pedagógica, y con ello la calidad de la educación en Chile. Con esto, Chile sería el primer país de América Latina en tener un Sistema de Evaluación Docente por ley, consensuado con los propios profesores.

La ley contempla un Sistema de Evaluación Docente para los profesores que se desempeñan en el área municipal, con criterios establecidos en el Marco para la Buena Enseñanza, fruto de una Comisión Tripartita entre el Colegio de Profesores, la Asociación Chilena de Municipalidades y el Ministerio de Educación.

La evaluación se realizará cada 4 años y contempla la ubicación de los docentes en cuatro categorías que indican el nivel de desempeño: destacado, competente, básico o insatisfactorio. Como se trata de un sistema de evaluación de carácter formativo, los docentes que registren un desempeño básico e insatisfactorio recibirán apoyo especial para que puedan superar, en el menor plazo posible, los puntos más críticos de su desempeño de acuerdo a las recomendaciones que se les entreguen.

El proceso de evaluación docente comenzó ya en el 2003 con la participación de 63 comunas y la evaluación efectiva de 3.745 docentes de aula del primer ciclo de educación básica. En el grupo destacado se encuentra un 9% de los profesores evaluados, los cuales manifiestan un nivel de desempeño en el aula que les permite enseñar de manera sobresaliente a sus alumnos. El grupo competente, que representa el 57%, evidenció un nivel de desempeño que le permite cumplir plenamente con lo esperado para promover el aprendizaje de sus alumnos. Los docentes destacados y competentes tendrán el derecho de postular a la Asignación Variable por Desempeño Individual, creada recientemente por la Ley Nº 19.933, para la cual deberán rendir una prueba de conocimientos disciplinarios y pedagógicos Finalmente, un número menor, que representa el 4%, fue evaluado en un nivel insatisfactorio, lo que se traduce en serios problemas presentes en gran parte de los aspectos sometidos a evaluación. 

El año 2004 se incorporaron 113 nuevas comunas de todo el territorio nacional, totalizando 176 comunas y más de 11.500 profesores de primer y segundo ciclo de educación básica. Todas las comunas deberán ingresar al sistema nacional en el año 2005.

· Programa Chile Califica

El Programa “Chile Aprende Más, Educación y Capacitación Permanente” es una política pública que inicia su ejecución el año 2002 con un horizonte de seis años, y se desarrolla en forma articulada entre los ministerios de Economía, Trabajo y Educación. 

El objetivo del programa es aportar a los esfuerzos de desarrollo humano y productivo y al mejoramiento de las oportunidades de progreso e integración social de las personas. Como país, necesitamos avanzar simultáneamente en Crecimiento Económico, Competitividad y Equidad Social. Para ello, es urgente:

a) Que los sectores sociales más pobres puedan mejorar sus competencias generales y de empleabilidad, así como sus recursos de movilidad laboral. 

b) Invertir en la calidad y cobertura de la formación de las personas, especialmente en el aspecto técnico, mejorando así las condiciones para la inserción del país en una economía global. 

c) Entregar al país instrumentos que permitan mejorar de manera permanente las competencias de las personas y posibilitarles el acceso a trayectorias para progresar en su formación, a través de recalificación continua.

Los principales desafíos son:

1. Abrir nuevas oportunidades de educación de adultos y capacitación laboral

2. Apoyar el aumento de la cobertura y de la calidad de la formación técnica.

3. Crear un Sistema de Educación y Capacitación Permanente

Las metas que se desean alcanzar con este programa son: más equidad, más competitividad, más empleabilidad.

· Campaña de Lectura, Escritura y Matemáticas (LEM)

En el marco de la reforma educacional en curso, el año 2002 el Ministerio de Educación de Chile inició la Campaña de Lectura, Escritura y Matemáticas (LEM), que constituye una iniciativa nacional dirigida al conjunto de las escuelas del nivel y cuyo propósito es mejorar los aprendizajes de base en Lenguaje y Matemática -destrezas culturales claves para acceder a las demás disciplinas del conocimiento- de niños y niñas desde el Segundo Nivel de Transición de Educación Parvularia hasta Cuarto año Básico.

Mejorar la calidad de la educación desde los primeros años de aprendizaje es fundamental. Investigaciones especializadas demuestran que los alumnos que arrastran problemas de lectura, escritura, dominio de los números y manejo de las operaciones aritméticas al terminar el primer ciclo básico de enseñanza, tienen altas probabilidades de obtener bajos rendimientos que pueden llevarlos a la repitencia y a la deserción. Es por eso que la Campaña se ha centrado en los primeros años de estudio.

Desde el punto de vista de su gestión interna, la Campaña es impulsada por diversas unidades del Ministerio de Educación, siendo un "articulador" de las políticas en Educación Básica. La estrategia LEM descansa en cinco pilares fundamentales:

· Desarrollar acciones universales hacia el conjunto de las escuelas básicas subvencionadas, pero también dar una atención especial técnica y material a escuelas focalizadas por bajos rendimientos y que atienden a estudiantes de bajo nivel socio-económico y a escuelas rurales multigrado. 

· Impulsar en las escuelas una mayor exigencia a través de un sistema de mejoramiento de la calidad de los aprendizajes en lectura, escritura y matemática y dar cuenta de ellos a la comunidad educativa.

· Generar nuevas modalidades de capacitación a través de una red de profesores guías y de profesores consultores de excelencia académica que puedan apoyar a otros maestros en la implementación curricular y didáctica en el aula.

· Apoyar a los docentes con recursos curriculares y didácticos más explícitos y orientadores para el trabajo en aula, basados en el nuevo currículo. 

· Impulsar la participación de las familias como aliadas y colaboradoras en la formación y desarrollo de los aprendizajes escolares de los niños y niñas.

· Alfabetización Digital

Los esfuerzos del Gobierno de Chile por dotar a jóvenes y adultos de competencias en nuevas tecnologías, se materializaron ya en 250 mil personas que concluyeron los cursos de alfabetización digital en agosto del 2004, en todo el país. De esta forma se cumple el 50% de la meta propuesta para el año 2005.

La Campaña Nacional de Alfabetización Digital, que partió en mayo de 2003, es un Programa transversal del Gobierno de Chile, liderado por el Ministerio de Educación, que integra y coordina el trabajo de diversos actores públicos y privados con el objetivo de masificar el aprendizaje y uso de las Tecnologías de la Información en nuestro país, especialmente entre las personas con mayor riesgo de exclusión digital de Chile. Los usuarios alfabetizados son mayoritariamente mujeres (74%), de entre 25 y 40 años. Un alto porcentaje de ellas son dueñas de casa.

Se estima que alrededor de un 80% de la población chilena no usa computador. Por ello se ha desplegado un dispositivo de formación a gran escala apoyado en la red pública de infocentros que hoy cuenta con más de 1.000 lugares de acceso, escuelas del Programa Enlaces, bibliotecas, infocentros, infocentros móviles y otros puntos de capacitación. La meta es capacitar a más de 500.000 chilenos en el uso básico de las tecnologías entre el 2003 y 2005.

La formación masiva contempla un curso de 18 horas, conducido por un capacitador que se apoya en material didáctico diseñado especialmente para personas que no desarrollan habitualmente actividades de lectura y escritura.

· Plan de Inglés

El Ministerio de Educación está impulsando un completo plan que, bajo el lema "El Inglés Abre Puertas", busca intensificar el aprendizaje de este idioma, con el objetivo de que los niños, niñas y jóvenes chilenos tengan mejores oportunidades en un mundo globalizado.

La Reforma Educacional ha contribuido con avances como, por ejemplo, el aumento de seis a ocho el número de años para la enseñanza de un idioma extranjero, y de dos a tres horas obligatorias para Inglés en séptimo y octavo básico. Pero esto implica disponer de docentes que estén preparados adecuadamente para enseñar el Inglés desde la enseñanza básica. A la vez, se ha dotado a las escuelas subvencionadas de textos de estudio que constituyen, en muchos casos, el único recurso de aprendizaje con que cuenta el profesor para enseñar. Al inicio del año escolar 2003 se distribuyeron 635.000 nuevos textos de Inglés para estudiantes de quinto y sexto básico, junto con 19.490 guías y casetes para los docentes. El año 2004 se extendió la entrega de textos a los séptimos y octavos básicos con lo cual todos los estudiantes, desde quinto básico a cuarto medio, contaron con textos para el aprendizaje de este idioma.

Sin embargo, estas medidas son insuficientes si se quiere mejorar sustantivamente la calidad de la enseñanza del Inglés en el sistema escolar. El 2004 se aplicó una prueba de diagnóstico a una muestra de 3.000 estudiantes de octavo básico y cuarto medio. En el 2005 el país contará con estándares nacionales alineados a los internacionales de habilidades en el uso del Inglés. El 2006 se espera la primera aplicación de una prueba nacional para evaluar el logro de aprendizaje en el idioma. En el 2007, cerca de 1.500 profesores que enseñan Inglés en educación básica y que cuentan con especialización en el idioma, deberán tener una certificación alineada a estándares internacionales, equivalente al nivel de Preliminary English Test (PET), el segundo nivel de competencias establecido por The Association of Language Testers in Europe. Se diseñará un programa de cursos de perfeccionamiento que impartirán universidades e institutos. En el año 2011, alrededor de 6.000 profesores que enseñan Inglés en educación básica y media deberán contar con una certificación alineada a estándares internacionales, equivalentes al First Certificate in English (FCE), el tercer nivel de competencias establecido por The Association of Language Testers in Europe. Las universidades tienen que asegurar que todo profesor de Inglés que se titule tenga este nivel mínimo. Al 2013, todos lo estudiantes deberán alcanzar estándares, sobre todo en comprensión lectora y auditiva, equivalentes al Key English Test (KET) en octavo básico, y al Preliminary English Test (PET) en cuarto medio.

Chile contará con un programa de voluntarios, cuya lengua nativa sea el Inglés, capaz de reforzar y complementar la labor de los docentes en lugares estratégicamente seleccionados de manera de impulsar el inglés en regiones y ciudades ricas en servicios turísticos y empresas productivas. Un total de 40 estudiantes canadienses y estadounidenses ya comenzaron a apoyar la enseñanza de este idioma en 20 establecimientos de la Región Metropolitana, que forman parte del Programa Liceo Para Todos. Estos jóvenes han sido especialmente preparados por el Centro de Estudios Pedagógicos de la Universidad de Chile para colaborar en el proceso de enseñanza-aprendizaje.

Este año se iniciará una experiencia piloto de cursos de inglés para técnicos de nivel medio y se empezará a diseñar cursos para microempresarios.

Acciones a Nivel Regional: En la actualidad, en Chile se están ejecutando varios proyectos en el ámbito de la educación, coordinados por distintos países de la Región. El Ministerio de Educación participa en proyectos del MERCOSUR Educativo, de la OEI, la OEA, el Convenio Andrés Bello y la UNESCO, entre otros organismos internacionales. Algunos de ellos se refieren a materiales escolares para educación especial; fortalecimiento de la evaluación de la educación media; materiales para la retención escolar; proyectos de enseñanza de la historia para la integración; mejoramiento de la gestión escolar; bibliotecas escolares de autores latinoamericanos; convivencia escolar; y otros.

Acciones a Nivel Hemisférico: Chile participa en tres Proyectos Hemisféricos actualmente en ejecución:

1. Proyecto sobre Calidad y Equidad, titulado “Elaboración de políticas y estrategias para la prevención del Fracaso Escolar”; 2. Educación Secundaria, “Gestión y Certificación Escolar para la formación y acreditación de competencias laborales en el segundo ciclo de la Educación Secundaria”; 3. Formación Docente, “Respuestas al desafío de mejorar la calidad de la Formación Inicial, el Desarrollo Profesional y la Evaluación Docente en los países del Hemisferio.

Chile dejó la coordinación hemisférica del Proyecto Regional de Indicadores Educativos (PRIE) el año 2003, cuando se traspasó la responsabilidad a México. Este Proyecto llamado “Proyecto Cumbre” continúa ejecutándose, con apoyo de USAID, UNESCO y otros. Actualmente Chile participa apoyando a México con la experiencia acumulada entre el 2000 y 2003.

SALUD 

La búsqueda de la equidad y la justicia social para construir un país más solidario e integrado, es uno de los imperativos del Gobierno del Presidente Ricardo Lagos. Salud es uno de los sectores que puede contribuir de manera relevante al cumplimiento de este objetivo. Los principios que guían el quehacer del Ministerio son la concepción de la salud como un derecho, la equidad en salud, la solidaridad, la responsabilidad, la búsqueda de la calidad y la participación ciudadana.

Los objetivos sanitarios son aquellos que el Ministerio de Salud de Chile ha declarado como finalidades del sistema de salud. Estos son: Mejorar la salud de la población, prolongando los años de vida libre de enfermedad; Reducir las desigualdades en salud, mejorando la salud de los grupos más desfavorecidos de la sociedad. A partir de ello, se han establecido los siguientes objetivos sanitarios: mantener y mejorar los logros sanitarios alcanzados; enfrentar los nuevos desafíos derivados del envejecimiento poblacional; reducir las desigualdades en situación de salud y en acceso a la atención de salud; proveer servicios acordes a las necesidades y expectativas de la población.

· Reducción de la Mortalidad Infantil y Mejoramiento de la Salud Materna

Durante las dos últimas décadas, Chile ha presentado una disminución de las tasas de natalidad y mortalidad, lo cual se ha traducido en cambios en la magnitud y distribución de los distintos grupos de edad. La tasa de mortalidad general se sitúa en la actualidad en valores alrededor de 5 por mil habitantes; las tasas de mortalidad por edad han experimentado un descenso continuo, correspondiendo la mayor reducción a los menores de un año. La tasa de mortalidad infantil y la tasa de mortalidad de 1-4 años presentan una disminución sostenida gracias a las políticas y programas sociales centrados en los menores de 6 años, los avances tecnológicos y el desarrollo de las vacunas en el siglo pasado. Esto ha permitido controlar las enfermedades que afectan a la infancia y derivar a una baja mortalidad en que predominan las malformaciones congénitas y las muertes por causas externas.

Asimismo se aprecia una evolución en la mortalidad materna a 2 por diez mil nacidos vivos, correspondiendo a una de las más bajas en América Latina. Esta disminución se ha asociado al impacto del programa de salud materna del Ministerio de Salud que incluye el control prenatal, el control del puerperio, la atención institucional del parto y la organización del sistema de atención en niveles crecientes de complejidad que permiten detectar precozmente y tratar por especialistas las patologías asociadas al embarazo. Además, los programas de planificación familiar han permitido reducir los embarazos no deseados.

En Chile la mortalidad infantil se ha caracterizado en las últimas décadas por una tendencia sistemática al descenso. En 1950, 136 de cada mil niños fallecían antes de cumplir el primer año de edad, el año 1970 la tasa descendía a 79 por 1.000 nacidos vivos, en 1980 a 31.8, el año 1990 a 16, el 2000 a 8.9 y el 2002 7.8 de cada mil niños fallecen el primer año de vida. Al examinar las razones de esta tendencia, se concluye que el fenómeno es multicausal, relacionándose por una parte a las actividades desarrolladas por el sector salud y por otra parte a los cambios demográficos y a la influencia de los restantes sectores sociales y económicos.

Respecto a la población, ha variado la conducta reproductiva de las mujeres, medida por una reducción de la fecundidad de 4.9 hijos promedio por mujer en 1965 a 2.5 en 2000. Se observa una reducción sostenida de la tasa de natalidad a partir de 1990, variando en el período 1990-2001 desde una tasa de 23.3 en el año 1990 a una de 16.8 el año 2001. Se constata la acumulación de la fecundidad en mujeres jóvenes (60% de los nacidos vivos provienen de mujeres entre los 20 y 29 años). Estos hechos estarían determinando mayor proporción de nacimientos de hijos deseados, quienes probablemente recibirían mejor atención y cuidado materno, lo que haría disminuir su riesgo de muerte. 

Otro elemento de importancia ha sido el aumento en las coberturas de saneamiento básico (agua potable y alcantarillado). El 90% de las viviendas de sectores urbanos posee agua potable intradomiciliaria, lo que ha resultado fundamental en la disminución del problema de enfermedad diarreica. Pese a los logros obtenidos, el análisis de las tasas a nivel nacional refleja que existen marcadas diferencias a lo largo del territorio, observándose que la mortalidad infantil se aleja considerablemente del promedio nacional en las comunas de bajo nivel de vida.

Respecto a las principales causas de mortalidad infantil, se observa una variación importante del perfil epidemiológico en los últimos 20 años, producto de la gran disminución de la mortalidad por enfermedades infecciosas y las de causa respiratoria. Las afecciones del periodo perinatal, en tanto han experimentado un fuerte descenso en ese mismo lapso. 

La disminución de la mortalidad infantil ha sido en mayor medida a expensas de la mortalidad infantil tardía, lo que determina un mayor peso actual del componente mortalidad neonatal que es responsable del 64% del total de defunciones de menores de un año. Del total de muertes de menores de 28 días, alrededor de un 75% corresponde a la primera semana de vida.

Las cinco primeras causas específicas de muerte del menor de un año son: prematuridad extrema, malformaciones congénitas del corazón, neumonía, síndrome de muerte súbita y malformaciones congénitas del sistema nervioso las que en conjunto representan el 48% de todas las defunciones de este grupo de edad. 

Las principales acciones desarrolladas en los últimos diez años son: equipamiento Unidades Neonatología, regionalización de la atención neonatal, implementación de residencias neonatales, Plan de capacitación continua a nivel nacional, Programa Nacional de Uso de Surfactante, implementación de policlínicos de seguimiento de prematuros, y el Programa Nacional de Uso de Indometacina.

Reforma del Sector Salud

La situación de Chile se perfila como la de un país de desarrollo intermedio, pero aún persisten importantes desigualdades entre diferentes lugares de residencia y niveles socioeconómicos. La Reforma del Sector Salud en curso posee como ejes principales: garantizar la equidad en la atención de salud; fortalecer el acceso, la oportunidad, calidad y protección sanitaria; además de privilegiar la promoción y prevención de salud y un financiamiento justo de las prestaciones.

La reforma al sistema de salud que se discute actualmente en el Parlamento, el Plan Auge, Sistema de Acceso Universal con Garantías Explícitas que apunta a instalar un Régimen de Garantías en Salud, de acceso, oportunidad, calidad y cobertura financiera, para todos los beneficiarios del sistema público y privado. Con él se pretende reducir las brechas de equidad existentes. 

Dicho sistema y las prioridades de atención propuestas inicialmente se basan en los Objetivos Sanitarios para la Década 2000 – 2010 elaborados por el Ministerio de Salud, los que incluyen una amplia variedad de metas, que incluyen las Metas del Milenio y las metas adicionales aquí sugeridas, para ser alcanzadas al año 2010, es decir, 5 años antes que lo previsto en este Informe. 

La inclusión de este tema en el AUGE 2004, es consistente con el objetivo sanitario propuesto por el Ministerio de Salud de disminuir la mortalidad infantil en un 25% en el período 2000-2010.

La red de atención neonatal de alta complejidad está constituida por 28 unidades de cuidado intensivo neonatal que cubren el 100% del territorio nacional, su capacidad instalada en términos de recurso humano y equipamiento está objetivada por una encuesta efectuada a todos los Servicios de Salud que disponen de UCI neonatal.

Finalmente, es importante recordar que la cifra promedio nacional de mortalidad infantil esconde diferencias importantes cuando se desagrega la información a nivel comunal, por lo que existe un problema de equidad que resolver en el acceso a la atención oportuna y de calidad en las zonas que concentran mayor riesgo de muerte infantil.

· Programas del Ministerio de Salud

1. El sarampión no aparece en Chile entre las principales causas de mortalidad infantil, de hecho desde el año 2000 que no se registran casos en el país. Se han realizado campañas masivas de vacunación en los años 1992, 1996 y el año 2001. Junto con la vacunación existe un Sistema de Vigilancia para la identificación de casos sospechosos de esta enfermedad. En el año 2001 se realizó una búsqueda activa de casos sospechosos que se repitió en el 2002, pero que en su implementación detectó un bajo número de casos sospechosos no notificados de acuerdo a la morbilidad compatible con el sarampión.

2. El Programa Nacional de Alimentación Complementaria (PNAC) es un sistema de distribución gratuita de alimentos a la población infantil y embarazadas, y más recientemente, también a prematuros con menos de 1.500 gr y niños portadores de Fenilcetonuria. Actualmente tiene una cobertura de alrededor de un millón de personas y se ha ido adecuando a los cambios nutricionales de la población.

3. Campaña de Invierno para la Prevención y Control de las Enfermedades Respiratorias Agudas: los Programas y Campañas desarrollados sobre enfermedades respiratorias han sido de gran éxito. El resultado sanitario más importante que se ha logrado en los últimos años es el descenso notable de la mortalidad infantil por neumonía, tasa que se ha reducido a un décimo de lo que se observaba en el año 1990. Este éxito sólo se compara a la disminución de las muertes por diarrea mediante la rehidratación oral y a la virtual erradicación de la desnutrición. 

· Reducción de la mortalidad materna

Al igual que la mortalidad infantil, la mortalidad materna ha experimentado un descenso continuo reduciéndose en un 50% durante la década, lo que la deja muy cerca de la propuesta de reducirla a una tasa de 1 por cada diez mil nacidos vivos, meta que coincide con el objetivo del país de reducir a la mitad al 2010 (cinco años antes que la meta milenio) la tasa de mortalidad materna.

Sus principales causas son las complicaciones relacionadas con el embarazo y la mortalidad por aborto que alcanzaba en 1990 al 19% de todas las muertes maternas disminuyendo al 8% en 1999, dejando como principal causa las complicaciones del embarazo. El alto porcentaje de atención profesional del parto (sobre el 99% desde 1990), asegura una buena atención perinatal y el consiguiente control de todo tipo de complicación que pudiera tener resultados mortales.

El desafío actual es corregir las brechas existentes en distintos aspectos de la Salud Sexual y Reproductiva - aborto provocado, embarazo en adolescentes. VIH-SIDA – que afectan más a ciertos sectores sociales vulnerables (marginalidad socioeconómica, mujeres jefas de hogar, población adolescente). Entre las intervenciones consideradas como prioritarias en este aspecto para nuestra realidad, cabe destacar el mejoramiento de la calidad de la atención y, las relaciones entre los prestadores de servicios de salud y la población usuaria de los mismos.

En 1997, la Salud Sexual y Reproductiva es definida por el Ministerio como una de las 16 Prioridades Salud-País; el año 2001 se constituye grupo asesor de la División de Rectoría y Regulación Sanitaria en materia de SSR.

Entre las estrategias a desarrollar para reducir el daño reproductivo en el país, se puede señalar: focalización en grupos de mayor vulnerabilidad y riesgo reproductivo (niveles SE bajos, que se automarginalizan de la atención o, con problemas de accesibilidad a los servicios disponibles p.ej. población beneficiaria de Programa Chile Solidario); auditoría en distintas condiciones de daño reproductivo - síndromes hipertensivos, restricción crecimiento intrauterino, prematuridad - evaluando la coordinación entre los distintos niveles de complejidad; intervenciones específicas sobre las causas más frecuentes (por ejemplo síndromes hipertensivos).

Los Objetivos Sanitarios 2000-2010 han establecido como metas:

1. Reducir la inequidad reproductiva, especialmente las inequidades de género y la mayor vulnerabilidad de algunos segmentos de la población (sectores de menor nivel socioeconómico, adolescentes y adultos jóvenes), asegurando que la fecundidad real sea igual a la deseada para todas las personas y clases sociales. 

2. Reducir la incidencia del aborto provocado, a través del mejoramiento de la oferta y la calidad de los servicios de SSR (prevención primaria), con una focalización especial en la población de mayor riesgo de aborto provocado. 

3. Reducir el embarazo no deseado en adolescentes, quienes requieren atención especial, por su mayor vulnerabilidad y su baja accesibilidad actual a los servicios de salud disponibles. 

El Modelo de Atención Integral y Familiar es uno de los pilares fundamentales para el proceso de Reforma en desarrollo; este desafío sectorial obliga a relevar la Atención Primaria en Salud (APS), que es la que contribuye en mayor medida al cambio cultural y de modelo asistencial requerido.

Este nuevo Modelo se define como el conjunto de acciones que promueven y facilitan la atención eficiente, eficaz y oportuna. Este enfoque “anticipatorio al daño” pone el acento en el control y la modificación de los factores de riesgo y determinantes de la salud y, por otro lado, en el fortalecimiento del desarrollo de factores protectores tanto individuales como sociales y ambientales.

El Modelo contempla generar una nueva forma de articulación entre los prestadores de servicios (Red Asistencial), orientar las acciones de acuerdo a las prioridades de salud del país, de la región y de la comuna, y asegurar a las personas el acceso oportuno a los cuidados de salud que necesite. En este contexto, surge la posibilidad de diseñar distintas estrategias poblacionales de carácter intersectorial y participativas, posibles de ser localizadas en distintos espacios cotidianos como las escuelas, lugares de trabajo, barrios y comunas.

· Reducir el porcentaje de nacidos vivos de madres menores de 19 años en un 45% al 2015 

Para reducir los riesgos asociados a la reproducción no planificada en la población adolescente, se requiere incorporar el enfoque promocional y preventivo, “anticipatorio al daño”, en relación a su SSR. La Propuesta Gubernamental en Sexualidad Responsable - iniciativa intersectorial en desarrollo (Ministerios de Educación y Salud, SERNAM, INJUV) – a través de modelos de gestión local al interior de las comunas, se plantea como una estrategia para avanzar en el ámbito de la SSR de este grupo etario.

Ahora bien, es importante para el logro de las metas planteadas el trabajo a través de mecanismos adecuados y pertinentes tales como campañas educativas masivas y acciones específicas a nivel de la población escolar, lo que requiere incentivar y mejorar la coordinación intersectorial, especialmente con el Ministerio de Educación.

Enfermedades Transmisibles

Hasta el 31 de Diciembre de 2002 se notificaron 5.362 personas con SIDA y 5.914 personas VIH+ asintomáticas en las trece regiones del país y se informó el fallecimiento de 3.494 personas. La tasa de incidencia anual muestra una tendencia al aumento a través de los años hasta 1998, en que se observa un descenso de un 12.2% respecto de 1997, que puede atribuirse al impacto de la biterapia implementada a partir de ese año. Sin embargo se estima que este efecto sería transitorio, de acuerdo a la evidencia internacional. La expansión de acceso a terapia anti-retroviral (TARV) en nuestro país ocurre entre los años 2001-2002, contándose en la actualidad con una cobertura de 100% en personas beneficiarias del Sistema Público de Salud que requieren terapia de acuerdo a Protocolo Nacional. El impacto de esta estrategia, en la tendencia de la enfermedad se evidenciará durante los próximos años.

Entre las tendencias que presenta la epidemia en el país, están: un aumento de casos de personas residentes en zonas rurales y con menores niveles de escolaridad e ingreso; un incremento de casos notificados que declaran exposición heterosexual (mujeres y hombres), con un crecimiento más acentuado en la población de mujeres. Ello debe orientar las acciones futuras de prevención.

En Chile no existe el paludismo y la tuberculosis se encuentra en proceso de eliminación, lo que justifica la definición de metas adicionales más exigentes que respondan a los problemas de salud propios de un país con una transición demográfica avanzada y un nivel de desarrollo medio.

Al analizar la mortalidad por SIDA en Chile, se observa una disminución en las tasas a partir de 1997 (igual situación se observó en la incidencia anual de SIDA), disminución transitoria que puede atribuirse al impacto inicial de la biterapia disponible en Chile en ese período y que se mantiene hasta el año 2001 cuando se produce el aumento de la curva generado probablemente por la incipiente cobertura de triterapia. La cobertura de TARV del 100% se logra en nuestro país a partir de 2003, por lo que su impacto se evidenciará a partir de los próximos años en términos de mortalidad. La letalidad por SIDA muestra una tendencia clara al descenso que se explica por el acceso a TARV, que posibilita una mejoría en la calidad de vida de las personas.

La prevalencia de la infección en embarazadas (representativas de la población general) se estudió en Chile entre los años 1992 y 1999, la cifra se mantuvo estable durante ese período en 0.05%, lo que constituye un indicador de estabilidad en la prevalencia poblacional, que puede deberse a impacto de medidas preventivas. La prevalencia de VIH en embarazadas se obtendrá a partir del 2004, con la implementación de la Norma de Prevención de la Transmisión Vertical del VIH, que contempla ofrecimiento universal del test a todas las embarazadas, siendo voluntario el acceso a éste. 

La prevención de la transmisión vertical del VIH se realiza a través del Protocolo ACTG 076 establecido en Chile a partir de 1996, cubriendo a embarazadas de los sectores público y privado de salud. El acceso a TARV llega hoy al 100% de los beneficiarios al Sistema Público de Salud, 80% de ellos son financiados con recursos nacionales y el otro 20% es aportado por el Fondo Mundial de Lucha contra el SIDA, la Tuberculosis y la Malaria, que comenzó a implementarse en nuestro país durante el año 2003. Este proyecto presentado por el Comité País para el Fondo Global, instancia integrada por CONASIDA, organizaciones de la Sociedad Civil, el Grupo Temático ONUSIDA-Chile y la Universidad de Chile, tiene 3 grandes componentes: Prevención, Atención y Fortalecimiento de la Sociedad Civil.

En cuanto a la adopción de conductas preventivas, estudios recientes confirman que el uso de preservativos, si bien se ha incrementado, aún es bajo en la población, requiriendo de medidas específicas para su aumento, de información, educación y acceso a servicios. Sin embargo, un indicador indirecto de uso de condón lo constituyen las importaciones de preservativos, que ingresan al país para ser comercializados, cifra que ha experimentado un marcado incremento en Chile.

Estas condiciones han llevado al Ministerio de Salud a definir como meta en sus Objetivos Sanitarios sobre el VIH/SIDA para la década 2000-2010, quebrar la tendencia ascendente de la mortalidad y reducir la tasa de transmisión vertical del VIH y en el ámbito de la prevención, promover conductas sexuales seguras, incrementando el uso de preservativos.

En este contexto, es necesario mantener las políticas en curso y asegurar una adecuada coordinación entre los diversos actores –públicos y no gubernamentales-, en el marco del proyecto aprobado por el Fondo Mundial del SIDA. Se debe ampliar la promoción de conductas sexuales seguras, particularmente entre los y las jóvenes, en la medida en que hay consenso en que es la única manera de prevenir la infección por VIH/SIDA. Paralelamente, ello contribuye a evitar los embarazos adolescentes no deseados. Los avances en el uso de preservativos a nivel nacional son importantes. Sin embargo, este es un ámbito en el que el país enfrenta grandes desafíos, al inscribirse esta tarea en el marco del llamado debate valórico, lo que ha limitado la acción de CONASIDA en los grupos de mayor vulnerabilidad.

Un indicador complementario a esta meta debe ser el desarrollo de una campaña anual para la prevención del VIH/SIDA dirigida al conjunto de la población, la que deberá complementarse, a nivel de adolescentes, con una provisión sostenida de información, educación y servicios en salud sexual y reproductiva.

· Paludismo y otras enfermedades graves

En Chile no existe el paludismo. La incidencia y mortalidad producida por la Tuberculosis ha disminuido en forma permanente desde la década del cincuenta cuando constituía la primera causa de mortalidad en el adulto. En el 2000, la tasa de mortalidad era de 1,8 por 100.000 habitantes y la de incidencia de 19,9 por 100.000 (todas las formas), cifra considerada como “umbral” de la fase de eliminación. Ello se debe a los sistemas de control y tratamiento aplicados, los que han revelado gran eficiencia. La meta es “eliminar la tuberculosis como problema de salud pública”, reducir la tasa de morbilidad a cifras iguales o inferiores a 5 por 100.000 habitantes en la próxima década y como meta intermedia alcanzar la etapa de eliminación avanzada para el año 2010 (tasa de 10 por 100.000) 

La situación de salud de la población chilena hoy día es reflejo de la transición demográfica y epidemiológica resultante de la mayor esperanza de vida al nacer, de una fecundidad en descenso y de los logros sanitarios del sistema de salud. El envejecimiento de la población se refleja en el aumento del grupo de 60 y más (27% frente al crecimiento total de 16%), al que se agrega un proceso de feminización: el número de mujeres aumentó en un 30% mientras que los hombres lo hicieron en un 23% solamente. 

Los problemas prioritarios de salud son enfermedades crónicas y degenerativas como el cáncer y las enfermedades asociadas a los nuevos estilos de vida. Estas son las enfermedades cardiovasculares y los problemas de salud mental. Pero también es prioridad reducir las brechas de equidad que se manifiestan en muchas patologías y en el acceso a la salud. Ello ha llevado a las autoridades del Ministerio de Salud a definir una serie de metas para la década del 2000-2010, entre las cuales están las que se exponen a continuación.

En Chile, las principales causas de muerte corresponden hoy día a las enfermedades del aparato circulatorio, los tumores, las enfermedades del aparato respiratorio y los traumatismos y envenenamientos. Consecuentemente, los objetivos sanitarios consideran como meta al año 2010, una disminución en la mortalidad en las enfermedades que generan la mayor carga, en especial las enfermedades cardiovasculares, los cánceres, la diabetes, el VIH/SIDA. 

Entre los factores de riesgo de estas enfermedades se encuentran el tabaquismo, la hipertensión arterial, el hipercolesterolemia, y en menor medida la obesidad. Son estas las enfermedades y factores de riesgo que es necesario abordar. Por ello, el Ministerio de Salud se ha propuesto también controlar los factores determinantes de enfermedades más relevantes, entre ellos el tabaquismo, la obesidad y el sedentarismo.

Las enfermedades del aparato circulatorio, primera causa de muerte en Chile, son responsables de alrededor del 27% de las muertes (aunque su incidencia ha venido disminuyendo). El riesgo de muerte por estas enfermedades aumenta progresivamente con la edad y es mayor en los varones. Dado su impacto, está entre los temas prioritarios a abordar, especialmente en cuanto a prevención. 

Enfermedades no Transmisibles

Los tumores representan la segunda causa de muerte en el país, siendo responsables de un 21.8% de las defunciones. Entre los distintos tipos de cáncer, el cáncer cérvico-uterino tiene la mayor tasa de años perdidos por la mujer (129 por 100.000 mujeres) afectando a mujeres jóvenes lo que tiene gran impacto social y económico. Se trata de muertes evitables de existir una detección precoz de la enfermedad (674 el año 2001). Por ello la autoridad sanitaria ha planteado como meta reducir la tasa de mortalidad estandarizada por edad por cáncer cérvico-uterino en un 40% al año 2010. Ello supone un aumento importante en la cobertura del Papanicolaou, en especial en los grupos definidos como de más alto riesgo y el tratamiento oportuno y de calidad de los casos detectados, por cuanto esto ha demostrado ser el mejor método para reducir la incidencia y la mortalidad.

La prevalencia de la diabetes en el país se estima que varía entre 1% y 9.6%, aumentando con la edad. La obesidad y la inactividad física están entre sus principales factores de riesgo. La tasa de mortalidad ajustada por edad de la diabetes es de 14 por cien mil (1999), para mujeres es igual a 14,9 y para hombres un 13,4, y con tendencia al aumento, particularmente entre las mujeres (33% v/s 14% en los hombres), en especial de sectores de menores ingresos. La meta planteada por el Ministerio de Salud es frenar el aumento de mortalidad por diabetes en ambos sexos, manteniendo la tasa estandarizada por edad.

Para enfrentar el envejecimiento y los cambios en la sociedad, el Ministerio de Salud considera la salud mental de la población como ámbito de acción relevante, dado que los problemas en esta área reducen la calidad de vida de las personas y su capacidad de acción. En el caso de la depresión la prevalencia alcanza en Chile a un 7.5% de la población general, la que afecta con mayor frecuencia a las mujeres entre los 20 y 45 años. 

El consumo de tabaco caracteriza los hábitos de sectores importantes de la población y es considerado un factor de riesgo implicado en la aparición de muchos cánceres, enfermedades cardiovasculares, respiratorias, bajo peso de nacimiento, entre otros. Este se ha incrementado en el país en los últimos años, en especial entre las mujeres jóvenes y de sectores socio-económicos bajos. 

Otro tanto sucede con el consumo de alcohol. Se ha determinado que en Chile un 12,5% del total de muertes (1995) son atribuibles al alcohol. El abuso de alcohol afecta al 16% de la población general mayor de 15 años y cerca de un tercio de ellos presenta dependencia. El abuso y dependencia del alcohol es 3 veces más frecuente entre hombres que mujeres, particularmente de sectores de menores ingresos. La pérdida económica por el abuso del alcohol en Chile es superior a US$ 3.000 millones al año. 

IGUALDAD DE GÉNERO 

Autoridades del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM) integraron la delegación de Chile a la Segunda Reunión de Ministras o Autoridades al Más Alto Nivel Responsables de las Políticas de las Mujeres en los Estados Miembros (REMIM II), que se desarrolló en Washington entre el 21 y 23 de Abril de 2004. Esta reunión tuvo como objeto evaluar los progresos efectuados en la puesta en práctica de los objetivos del Programa Interamericano – PIA. También se orientó al intercambio de experiencias, y a la adopción de medidas para el logro de la equidad de género y el ejercicio pleno de los derechos de la mujer.

En el 2001, en el marco del Consejo de Ministros por la Igualdad de Oportunidades, se decidió incorporar el enfoque de género en algunos instrumentos presupuestarios del Ministerio de Hacienda, ámbito de carácter estratégico ya que es en esta instancia donde se decide sobre la asignación de recursos públicos. Entre los instrumentos en que se acordó incorporar la perspectiva de género destaca el Programa de Mejoramiento de la Gestión, el que se enmarca en el ámbito de modernización de la gestión del sector público. Uno de los sistemas del Programa lo constituye el de equidad de género, el que se orienta a mejorar las oportunidades de mujeres y hombres de acceder y disfrutar de manera equitativa de los beneficios de las políticas públicas. Este trabajo por la equidad de género está asociado a un incentivo monetario, lo que hace que su grado de desarrollo y nivel de cumplimiento esté ligado a los salarios de los funcionarios públicos de las instituciones donde se implementa. 

Se ha iniciado un proceso de incorporación de criterios de género en las estadísticas oficiales de los organismos públicos, en coordinación con el Instituto Nacional de Estadísticas, INE. Para esto se ha desarrollado un conjunto de acciones, entre las que cabe destacar: la desagregación por sexo de las estadísticas públicas, en particular de los usuarios/beneficiarios de los servicios públicos; la construcción de una Base de Datos Estadísticas que contiene información acerca de la situación de mujeres y hombres en la última década, y a la que es posible acceder a través de la página web de SERNAM; y la difusión de información sobre mujeres y hombres en el país, mediante publicaciones conjuntas entre el SERNAM y el Instituto Nacional de Estadísticas (INE). 

En lo que se refiere a responsabilidad social empresarial, SERNAM concentra sus esfuerzos en las Buenas Prácticas Laborales para la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres. Entendidas éstas como un conjunto de políticas, medidas y/o iniciativas voluntarias, que incorpora una empresa en beneficio de trabajadores y trabajadoras, más allá del cumplimiento de las normativas laborales existentes. Lo anterior, considera la generación de alianzas con nuevos actores, tales como organismos no Gubernamentales especializados (Acción Empresarial, Centro de Estudios para el Desarrollo de la Mujer CEDEM, etc.), organismos internacionales (PNUD, Gobierno de Canadá), gremios empresariales y empresas privadas. Las líneas de acción de esta iniciativa incluyen: la sensibilización al sector empresarial; la visibilización de empresas que incorporan buenas prácticas laborales para la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres; la construcción de estándares de estas buenas prácticas laborales; así como la realización de estudios y guías prácticas para la operacionalización de estas políticas, cuyos contenidos se expresan tanto en medidas inherentes al proceso de trabajo, de conciliación de vida laboral y familiar, medidas de tipo económico, y de cobertura de salud.

En el combate a la pobreza, el Sistema Chile Solidario que se orienta a 220 mil familias que viven en extrema pobreza constituye uno de los mayores esfuerzos del gobierno por lograr superar la pobreza más dura y resistente. Las mujeres en esta condición son un eje central de su intervención, considerando además que en Chile una de cada tres hogares se encuentra a cargo de una mujer. A la vez esta iniciativa constituye un gran esfuerzo de coordinación y de integración de las políticas, programas, beneficios y servicios existentes y de instalación de redes nacionales y locales permanentes, además de identificación de las familias en estas condiciones de mayor vulnerabilidad social y económica.

En agosto de 2002 se publicó en el Diario Oficial la Ley N° 19.749 , que facilita la creación de micro-empresas familiares. Esta Ley viene a favorecer la creación y formalización legal de aproximadamente seiscientas mil micro-empresas familiares, reduciendo las restricciones y las exigencias para su instalación (las micro y pequeñas empresas generan más del 85% del empleo nacional). Las mujeres que se han incorporado a esta iniciativa son, mayoritariamente, egresadas de los programas de generación de empleos de emergencia para jefas de hogar que ha impulsado el SERNAM, incluyendo a micro-empresarias informales apoyadas por el Fondo de Solidaridad e Inversión Social FOSIS y el Banco Estado. Para facilitar la formalización y estimular las iniciativas productivas de las mujeres, el SERNAM editó en el año 2002 el “Manual del Trámite Fácil", en colaboración con las instituciones vinculadas al fomento productivo.

Las Oficinas de Información Reclamos y Sugerencias (OIRS) del Servicio Nacional de la Mujer, tienen como objetivo responder a las necesidades de información de derechos de las mujeres, facilitando el acceso oportuno a la información de servicios de la red de instituciones públicas del Estado y el ejercicio de los derechos ciudadanos. Estas oficinas tienen presencia activa en las trece Regiones del país a través de atención directa e indirecta a usuarias/os. La entrega de información también se hace mediante la página WEB de Sernam y el portal Web “Mujeres Chile”, dentro de los cuales hay una sección denominada INFOMUJER, que tiene por objeto entregar información sobre los derechos de las mujeres en forma clara y simple. 

PUEBLOS INDÍGENAS 

La Política de Nuevo Trato a los Pueblos Indígenas 2004-2010 establece las acciones a realizar por el Gobierno de Chile, hacia los pueblos indígenas, la que recoge las recomendaciones de la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato y del Relator Especial de Naciones Unidas. Con ella se quiere garantizar el reconocimiento y respeto a los pueblos indígenas y contribuir a su desarrollo. Sus objetivos fundamentales son: el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas; el desarrollo de estos pueblos con su propia identidad, y La mejora en la gestión de las políticas públicas para lograr los objetivos anteriores. 

· Recursos Naturales, desarrollo sostenible y biodiversidad.

Se destaca el estudio “Investigación evaluativa de impacto ambiental en territorios indígenas”, y el análisis de la normativa vigente sobre medioambiente y pueblos indígenas a nivel nacional y derecho comparado internacional. Se ha comprometido para el 2005 la formulación de una política Medioambiental Indígena que considere entre sus fundamentos el velar por la integridad ecológica de las tierras indígenas y el desarrollo sostenible con pertinencia cultural a partir de la diversidad biológica presente en dichas tierras.

Se está propugnando por el reconocimiento y protección de los conocimientos tradicionales indígenas que entrañan estilos de vida pertinentes a la conservación y uso sustentable de la diversidad, participando en la redacción de la Ley de Acceso a Recursos Genéticos (en curso), y propugnando además al reparto equitativo de los beneficios que se deriven del aprovechamiento de los recursos genéticos.

· Educación

Educación Intercultural Bilingüe: Este Programa es concebido como un modelo desarrollado en una primera etapa para los primeros 4 años de enseñanza básica, y sus lineamientos estratégicos son la contextualización del currículum, la participación de la comunidad y el fortalecimiento de la lengua. Existen a la fecha 325 escuelas adscritas al Programa.

Para la contextualización del currículum se cuenta con especialistas en cada materia que adecuan los contenidos educacionales a la realidad cultural indígena, editando libros específicos para cada ramo y nivel educativo. 

El Subsidio de CONADI “Aplicación de Diseño Curricular y Pedagógico Intercultural” que tiene como lineamientos de trabajo el desarrollo de proyectos curriculares interculturales bilingües e interculturales a aplicar en los establecimientos educacionales de las zonas de concentración de población indígena y en todos los establecimientos educacionales del país, respectivamente y el desarrollo técnico-pedagógico de la educación intercultural bilingüe mediante la elaboración de libros de texto, guías didácticas y materiales de enseñanza para la población escolar indígena de los pueblos con vitalidad etnolingüística (aymara, rapa nui y mapuche). 

El Programa Orígenes apoya además al Programa de Educación Intercultural con una línea de “nuevas tecnologías de información y comunicación”, que ha significado la realización de dos ferias tecnológicas (norte y sur) para la adquisición de nuevas tecnologías, como también la conexión de algunas escuelas piloto a la televisión satelital con canales educativos; destaca también para el año 2005 la creación de un canal de televisión educativo para las escuelas del Programa.

2. Programa de Becas Indígenas: el Estado destina actualmente M$ 4.235.045 para más de 33.500 becas a estudiantes indígenas de educación básica, media, técnico profesional y universitaria, con el fin de contribuir por un lado a disminuir la deserción escolar indígena en niños con escasos recursos, y a promover la educación superior para jóvenes indígenas.

3. Programa residencias estudiantiles: subsidio administrado por CONADI, otorga residencia urbana, alimentación y gastos en servicios básicos a los alumnos indígenas de educación superior (pre grado) y que presenten situaciones familiares de precariedad económica, existiendo en la actualidad siete residencias estudiantiles 

4. Desarrollo de las Lenguas Indígenas: Se han aplicado encuestas sociolingüísticas en sectores indígenas focalizados, para diagnosticar el potencial de recursos lingüísticos vigentes, el nivel de competencia en la lengua propia y el porcentaje de hablantes en cada uno de los pueblos con vitalidad lingüística: aymara, quechua, rapanui y mapuche; además del rescate de lenguas en proceso de extinción, tanto por la reducida cantidad de hablantes como por la fragilidad de su reproducción sistémica. CONADI subsidia para el desarrollo y protección de la cultura el mantenimiento y desarrollo de las lenguas indígenas consistente en la codificación, estandarización y modernización de las lenguas con vitalidad lingüística (aymara, rapa nui y mapuche) y de recuperación lingüística de las lenguas en proceso de extinción (atacameño, kolla, yagán y kawashkar).

Durante el año 2005 la CONADI realizará capacitaciones a dirigentes y hablantes en lengua indígena para la difusión y enseñanza de la lengua a nivel comunitario, y también apoyará la constitución de Comités Lingüísticos Regionales que apoyarán el rescate y revitalización de las lenguas indígenas. 

Destaca también un convenio realizado entre el Ministerio de Educación y Microsoft para la realización de un Windows y Office en Mapudungun (lengua Mapuche), la edición de diccionarios en lengua Mapuche, Rapa Nui y Kawashkar y la elaboración de un grafemario Mapuche.

El Programa de Educación Intercultural Bilingüe en conjunto con el Programa Orígenes elaborarán durante el 2005 CDs y Videos de lengua y cultura Indígena para los pueblos Aymara, Quechua y Mapuche como material educativo de apoyo escolar.

5. Capacitación y especialización indígena: CONADI subsidia la formación especializada de profesionales y técnicos indígenas en aquellas áreas del conocimiento señaladas como relevantes para el desarrollo con identidad, y genera convenios con Universidades para la formación de profesores en Educación Intercultural Bilingüe (pre y post grado).

· Salud

Este programa, coordinado por el Ministerio de Salud, tiene como objetivo la formulación y promoción de políticas, estrategias y líneas de acción de carácter general que deberán ser adaptadas regional y localmente tomando en cuenta las características socioculturales y territoriales de los pueblos indígenas. 

El Ministerio de Salud en la actualidad construye el Primer Hospital Intercultural en La Comuna de Nueva Imperial (región de la Araucanía). El objetivo es entregar una atención que mezcla la medicina mapuche y tradicional, convirtiéndola en una obra pionera en Latinoamérica. La inversión de esta obra supera los 10mil millones de pesos y funcionará como centro de derivación de todo el sector costero que incluye además otras cinco comunas.

· Comunicación e información

Las políticas gubernamentales han institucionalizado la instalación progresiva de plataformas para el uso eficaz de las tecnologías informáticas y de comunicación. En el ámbito educacional, la Red Enlaces cuenta con una cobertura cercana al 70% en escuelas básicas, en algunas de las cuales hay un alto porcentaje de estudiantes indígenas. 

El XVII censo de población y VII de vivienda 2002 (de aplicación simultánea) incorpora la variable indígena con una pregunta sobre auto-identificación en términos de pertenencia a uno de los ocho pueblos indígenas que en la actual ley indígena Nº19.253 sólo son reconocidas como etnias indígenas. En el último censo se contabilizó 692.192 personas pertenecientes a los pueblos originarios, equivalente al 4,6% de la población total. La encuesta CASEN sobre de Caracterización Socioeconómica incluyó en el año 2000 la variable indígena, editando en el 2002 un documento sobre Etnias y Pobreza en Chile y la Ficha Familia (ex ficha CAS), que permite focalizar subsidios estatales, incorpora dicha variable en el año 2005. 

· Fondo de Tierras y Aguas Indígenas

A partir de la creación del Fondo Nacional de Tierras y Aguas Indígenas, a través de lo dispuesto en el Art. 20 de la Ley Indígena, la CONADI ha desarrollado una serie de instrumentos tendientes a trabajar para satisfacer distintas demandas de los pueblos originarios asociadas a los recursos de tierra y agua.

El accionar de este Fondo se enfoca a la compra de tierras a través de subsidios por los Artículos 20-A y 20-B, de la Ley Indígena; a la transferencia de inmuebles fiscales a comunidades o asociaciones indígenas; subsidio de saneamiento de derechos de agua para indígenas y subsidio para adquisición de derechos de agua por indígena; subsidios para obras de riego y drenaje y subsidio de saneamiento y regularización de la terratenencia indígena. 

Desde el inicio del proceso, la cantidad de tierra adquirida alcanza cerca de 374 mil 427 hectáreas, con lo cual se han visto favorecidas un total de 12 mil 405 familias indígenas.

· Fondo de Desarrollo Indígena

El aporte del Estado al desarrollo económico y sociocultural de los indígenas, a través de la CONADI y de su Fondo de Desarrollo, ha permitido que entre los años 1994 y 2004 se beneficien más de 150 mil personas mediante el financiamiento de distintos proyectos, considerando una inversión total de 26 millones de dólares. 

El Fondo de Desarrollo Indígena además aporta al cofinanciamiento de los proyectos productivos no agrícolas de las comunidades incluidas en el Programa Orígenes (Convenio BID – Mideplan). Para el año 2004 se realizó un aporte global de 414 millones de pesos para financiar 105 proyectos productivos no agrícolas que benefició a más de mil 28 familias aymara, atacameñas y mapuche.

A continuación se mencionan algunas de las iniciativas llevadas a cabo por CONADI y las comunidades indígenas del país:

· Apoyo socioproductivo a mujeres indígenas jefas de hogar de la Región Metropolitana priorizadas por el Programa Chile Solidario.

· Fomento a la Microempresa aymara de la Provincia de Iquique y a estrategias de producción y comercialización de la Quínoa.

· Producción y comercialización de fibra de Vicuña con comunidades aymaras de Arica – Parinacota.

· XI Concurso de Fortalecimiento de organizaciones indígenas urbanas de la RM y Concurso de apoyo organizacional a referentes indígenas de la VIII Región, por un monto global que supera los 60 millones de pesos.

· Fortalecimiento a la participación de las organizaciones indígenas en las mesas de trabajo de las Areas de Desarrollo Indígena (ADIs) de San pedro de Atacama (II Región), Jiwasa Oraje (I Región), por un total de 30 millones de pesos.

LA JUVENTUD Y LA INFANCIA 

· Modificaciones e iniciativas legales

Se han registrado durante el último año importantes esfuerzos en materia legislativa, que permitirán contar con herramientas apropiadas para garantizar diversos derechos a los niños, niñas y adolescentes. Se destacan en este ámbito:

1. La promulgación de la ley sobre delitos de explotación sexual comercial promulgada el 8 de enero de 2004, con el objeto de mejorar aspectos legales en materias referidas a la pornografía infantil y utilización de niños para la prostitución, modificando el Código Procesal Penal en materia de estos delitos. Para ello, se incorporaron nuevos tipos penales relacionados con el abuso sexual de menores de 18 años; se aumentaron las penas asignadas a ciertos delitos que ya se encontraban contemplados por nuestra legislación; se estableció una nueva pena para crímenes y simples delitos consistentes en la inhabilitación para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad; se elevó la edad requerida para prestar el consentimiento sexual validamente de 12 a 14 años, entre otros aspectos. 

2. La ley que crea los Tribunales de Familia, publicada en agosto de 2004, la cual busca dotar al sistema judicial, de órganos y procedimientos que hagan frente a un especial tipo contencioso, el de naturaleza familiar, concentrando todos los problemas de familia y su resolución en una instancia jurisdiccional especializada e interdisciplinaria, pasando de los actuales 51 jueces de menores a 258 jueces de familia agrupados en 60 tribunales especializados en conflictos de familia e infancia. A ello se suman 70 jueces de letras que tendrán competencia de familia. La ley comenzará a regir en octubre de 2005 en todo el país, a través de 60 tribunales especializados que tratarán temas como matrimonio civil, adopción, violencia intrafamiliar, maltratos, tuición y regímenes de visita, entre otros. 

3. Las modificaciones a la ley de adopción que favorece los derechos de los niños y niñas por sobre los intereses de los adultos.

4. La promulgación de la Nueva Ley de Matrimonio Civil, publicada en mayo de 2004, que aumenta e iguala entre niños y niñas la edad del consentimiento matrimonial a los 16 años y que, en caso de quiebre matrimonial, protege de un modo efectivo y prioritario la situación de los niños, niñas y adolescentes. Dicha ley comenzó a regir en noviembre de 2004. 

La Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, se encuentra en su etapa final de tramitación parlamentaria. 

· Derecho a la educación y la salud

Esfuerzos de la administración pública para asegurar el derecho del niño y niña a la educación con calidad, permitiendo que pueda ejercer ese derecho progresivamente y en condición de igualdad de oportunidades. La política educacional mantiene como principales ejes de acción: el disminuir las altas tasas de deserción escolar y repetición de cursos, que afectan en particular a los niños indígenas, a los pobres y a los que viven en zonas rurales; mejorar el trato que reciben los niños con problemas de comportamiento; disminuir el alto número de adolescentes embarazadas que quedan excluidas del sistema escolar; aumentar la baja tasa de cobertura en la enseñanza preescolar así como en la enseñanza secundaria, entre otras. El desafío futuro es disminuir las brechas sociales que aún se mantienen. Siguiendo esta lógica, la implementación de los programas de educación intercultural bilingüe, ha permitido un avance en el reconocimiento de la identidad y cultura de los pueblos indígenas presentes en nuestro país.

· Cuidado de la primera infancia 

Con el propósito de asegurar el derecho al desarrollo pleno y a la igualdad de oportunidades de los niños y niñas -considerando las bajas tasas de participación que los niños y niñas menores de 6 años presentan en la educación parvularia-, el Gobierno se ha comprometido en la instalación de un sistema integral de cuidado a la primera infancia. Dicho sistema posibilitará un desarrollo más equitativo de las capacidades de todos los niños, a lo que se ha denominado “un arranque parejo” y al mismo tiempo permitirá la incorporación de la mujer al mundo laboral o educacional, favoreciendo la superación de la pobreza y el mejoramiento de la calidad de vida.

· Trabajo Infantil

En el año 2003 se desarrolló una encuesta a nivel nacional para medir el trabajo infantil, cuyos resultados señalaron que un 94,6% de los niños, niñas y adolescentes del país no trabajan y dedican su tiempo a estudiar y realizar actividades propias de su edad. Un 5,4% de los niños, niñas y adolescentes de 5 a 17 años trabajó al menos una hora en la semana, lo que representa a un total 196.104 niños trabajadores. De estos un 3% se desempeña en lo que se ha denominado como actividades “inaceptables ” y un 2,4% en actividades “aceptables”. 

Se puso en marcha un Sistema de Registro Único de Peores Formas de Trabajo Infantil, asumiendo SENAME la coordinación de este sistema. Este pretende aportar elementos para el diseño de políticas y programas focalizados y realizar seguimiento y evaluación de estas acciones, a través de la obtención de información de cuántos son los niños, niñas y adolescentes afectados por situaciones de explotación laboral económica. 

· Maltrato infantil y el abuso sexual 

Se ha generado una intervención especializada para la reparación de las víctimas de maltrato. La oferta pública de atención que administra el Servicio Nacional de Menores ha instalado una línea específica en esta materia, que a junio de 2004, se traduce en 31 programas de reparación a víctimas de maltrato infantil, con una cobertura simultánea de atención de 1.797 niños, niñas y adolescentes en todo el país.

· Participación de niños, niñas y adolescentes

Existe un compromiso transversal en el Estado de avanzar en el cumplimiento del derecho a la participación de los niños, niñas y adolescentes. Las 40 Oficinas de Protección de Derechos (OPD INFANCIA) a lo largo del país, han desarrollado actividades que incluyen la participación protagónica de los niños, niñas y adolescentes al interior de la comunidad. Entre julio 2003 y julio 2004, ha contado con la participación activa de 3.604 niños, niñas y adolescentes.

La construcción de los Consejos de Juventud está enfocada a garantizar el ejercicio de la ciudadanía deliberativa juvenil, estableciendo un canal eficiente de diálogo entre el Estado y la sociedad civil, intentando recoger la heterogeneidad juvenil, para que ésta pueda constituirse en contraparte organizada de los profesionales responsables de las políticas públicas de juventud. Estos consejos se encuentran constituidos en 8 regiones del país.

��Resumen Ejecutivo �Informe sobre el cumplimiento de de los mandatos acordados en el  Plan de Acción de la III Cumbre de las Américas��Buenos Aires, Marzo, 2005
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